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Resumen 

 

El principal objetivo de este estudio es sintetizar las lecciones que se derivan de las 
rigurosas evaluaciones de impacto (EI) implementadas en el sector rural de ALC para dar 
luces acerca de los efectos que los diferentes tipos de subsidios privados e intervenciones 
en bienes públicos tienen sobre el crecimiento y productividad agrícolas. Siguiendo una 
taxonomía del gasto público, las intervenciones agrícolas fueron clasificadas de acuerdo a 
sus características económicas y las EI fueron sub-clasificadas en seis categorías: titulación 
de tierras, salud de plantas y animales, acceso a información, adopción de tecnología, 
subsidios gubernamentales en la forma de pagos directos, e infraestructura rural. Estos 
estudios informaron sobre una serie de indicadores de impacto intermedios y finales, 
mecanismos de impacto y/o efectos secundarios de los indicadores a lo largo de la cadena 
causal. 
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I. Introducción 

  
América Latina y el Caribe (ALC) han experimentado cambios estructurales 

significativos durante las últimas cuatro décadas. Para el sector agrícola, muchas de las 

reformas a las políticas macroeconómicas iniciaron a mediados de los 80. Los cambios en 

las políticas agrícolas locales y regionales, las reducciones en la asistencia a los bienes 

comerciales no agrícolas y la evolución de los sistemas de investigación y desarrollo (I&D) 

han contribuido significativamente a los rendimientos agrícolas y al crecimiento económico. 

El aumento global de los precios de los bienes que inició a mediados del 2000, también 

jugó un rol importante4. La región produce y exporta una diversa gama de bienes agrícolas 

y al momento, es la región exportadora neta más grande del mundo (FAO, 2015).  

 Los estimados de crecimiento poblacional indican que la producción agrícola 

(agregada) tendrá que incrementar en un 60% hasta el 2050 para poder satisfacer la 

demanda global esperada de alimentos, fibras y combustibles (Alexandratos y Bruinsma, 

2012; Naciones Unidas, 2015). Las proyecciones de la Iniciativa Global de Cosecha (2015) 

(GHI, por sus siglas en inglés) sugieren que si ALC mantiene la tasa actual de crecimiento 

de su productividad agrícola5, será capaz de sobrepasar de manera eficiente (117 por 

ciento), la demanda proyectada de alimentos y otros productos agrícolas dentro de la región 

hasta el 2030. Dada su abundancia en recursos tales como agua fresca, tierra y hábitats 

naturales, ALC está bien posicionada para ser un actor clave de los desafíos de producción 

agrícola y alimentaria que se avizoran (Chaherli y Nash, 2013; Zeigler y Truitt Nakata, 2014; 

Flachsbarth et al., 2015).  

 Si se considera el rol de la innovación para el desarrollo económico y social, una 

mejor comprensión de los determinantes del crecimiento sostenible de la productividad 

agrícola continúa siendo un tema crucial de interés para los investigadores, profesionales y 

hacedores de las políticas públicas. En el caso de ALC, Nin-Pratt et al. (2015) muestran que 

a pesar de que la productividad agrícola regional ha incrementado en un 45 por ciento entre 

1985 y 2012, existe una heterogeneidad sustancial en la tasa de crecimiento de la 

productividad agrícola entre los países de la región (Gráfico 1). Adicionalmente, los autores 

sugieren que estas diferencias en el crecimiento de la productividad podrían explicarse 

debido a cambios técnicos y disponibilidad de recursos, particularmente por la adopción de 

tecnologías que ahorran trabajo en quienes muestran “el mejor desempeño en el 

                                                 
4 Al momento, los precios de los bienes están comenzando a aproximarse a los niveles vistos a inicios del año 2000 (Giordano 

et al., 2015). Ver el Apéndice A, Gráfico A.1 para una perspectiva de la evolución de los índices mundiales de precios de 
bienes desde el 2007 hasta el primer trimestre del 2015.  

5 Productividad agrícola medida por la productividad total de los factores (PTF), —proporción del crecimiento de la producción 
agrícola que no puede ser explicado o atribuido a los insumos agrícolas (tierra, trabajo, ganado, fertilizantes y maquinaria) 
utilizados en la producción— estimada como un factor residual. La PTF está compuesta de cambio técnico y eficiencia 
técnica, donde el cambio técnico se refiere al “cambio en la tecnología de producción que puede provenir de métodos 
mejorados en el uso de los insumos existentes o a través de cambios en la calidad del insumo”, y la eficiencia técnica se 
refiere a la “relación entre la producción actual sobre el máximo potencial de producción” (Kumbhakar, Wang y Horncastle, 
2015). 
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crecimiento de la PTF”, los cuales son, en su mayoría, países con abundante tierra en 

zonas agroecológicas temperadas6.   

 
Gráfico 1—ALC: Tasa de crecimiento de la PTF y sus componentes, por país, 1981-

2012 

 
Fuente: Nin-Pratt et al. (2015) 
Nota: Países organizados en función del nivel (tasa de crecimiento) de la PTF, del más alto al más bajo. Los resultados para 
ALC se basan en 26 países (Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, República 
Dominicana, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
Surinam, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela) 

Con frecuencia, los gobiernos de ALC carecen de los recursos financieros y/o 

técnicos que se requieren para la implementación sostenible de prácticas y programas 

basados en la evidencia. Por ejemplo, a pesar de su aparente importancia, poco se ha 

examinado acerca de los efectos del nivel y composición del gasto público en agricultura —

entre subsidios privados y bienes públicos— sobre el desarrollo agrícola y rural en ALC 

(López y Galinato, 2007).  

                                                 
6 Ver Lachaud, Bravo-Ureta y Ludeña (2015) para un análisis de los efectos de la variabilidad climática sobre el crecimiento de 
la PTF y proyecciones de los impactos del clima sobre los estimados de la Productividad Total de los Factores Ajustada al 
Clima en ALC.  
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El principal objetivo de este estudio es sintetizar las lecciones que se derivan de las 

rigurosas evaluaciones de impacto (EI) implementadas en el sector rural de ALC para dar 

luces acerca de los efectos que los diferentes tipos de subsidios privados (por ejemplo, 

fertilizante subsidiado en Guatemala, adopción de tecnología subsidiada en Bolivia) e 

intervenciones en bienes públicos (por ejemplo, salud vegetal en Perú, información agrícola 

en Colombia) tienen sobre el crecimiento y productividad agrícolas. Este estudio forma 

parte de un proyecto más amplio llevado a cabo por la División de Medio Ambiente, 

Desarrollo Rural y Manejo de Riesgos y Desastres (RND) del Sector de Infraestructura y 

Medio Ambiente (INE) del Banco Interamericano de Desarrollo (BID). El objetivo de este 

proyecto más amplio es evaluar los efectos que los diferentes tipos de gasto público tienen 

sobre el crecimiento y productividad agrícola en la región de ALC y presentar opciones de 

reforma con miras a re-priorizar el gasto público del sector agrícola.  

A continuación, se presenta la organización del resto del documento. En la siguiente 

sección, se presenta una breve revisión de las tendencias en cuanto al tamaño y 

composición del gasto público en general y del gasto público en agricultura de la región. La 

Sección III presenta la taxonomía del gasto público, basada en un marco contextual que 

clasifica a las evaluaciones de impacto de los proyectos agrícolas o subcomponentes de 

proyectos implementados en ALC como bienes públicos, bienes mixtos y bienes privados 

de acuerdo con sus características económicas. La Sección IV presenta un resumen de la 

evidencia existente acerca de la efectividad de las intervenciones agrícolas sobre el 

crecimiento y productividad de la región. La última sección presenta las conclusiones.  

 

II. Gasto Público Rural y Agrícola en ALC  

 
Una gran cantidad de evidencia demuestra que el gasto público agrícola enfocado a 

la provisión de bienes públicos (por ejemplo, salud agrícola e innovación, infraestructura 

rural) tiene retornos económicos significativamente mayores a los generados por la 

colocación del gasto público en bienes privados (por ejemplo, fertilizantes) (Fan, Jitsuchon y 

Methakunnavut, 2004; Fan, 2008; Acosta-Ormaechea y Morozumo, 2013; Mogues y Benin 

2014).  

 En el caso de ALC, la evidencia empírica sobre este tema sugiere que el nivel y 

composición del gasto público rural son determinantes importantes del desempeño agrícola 

(López, 2004; Anríquez, 2006; López y Galinato, 2007). Más recientemente, en una 

ampliación del trabajo realizado por López y Galinato (2007), y utilizando datos del gasto 

público agrícola (en lugar de la totalidad del gasto público rural) de 19 países 

latinoamericanos durante 1985-2014, Anríquez et al. (2016) confirman que a pesar de que 

el nivel de gasto público agrícola importa, son los cambios en su composición, de bienes 
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privados a bienes públicos, los que explican la variación en la productividad. Una 

redistribución de 10 puntos porcentuales de gastos agrícolas en subsidios privados hacia 

bienes públicos, ceteris paribus, podría acarrear un incremento significativo a largo plazo de 

aproximadamente 5 por ciento en el ingreso agrícola per cápita7.  

 Más aún, conforme lo resumen López y Galinato (2007), los subsidios 

gubernamentales desplazan a los bienes públicos (por ejemplo, a través de los 

presupuestos gubernamentales, limitaciones humanas e institucionales, y por 

desplazamiento directo o indirecto de las inversiones privadas a corto-mediano plazo y/o 

largo plazo), lo que resulta en una subinversión crucial de bienes y servicios relacionados a 

la agricultura que se necesitan para alcanzar un crecimiento y productividad sostenibles 

(Anríquez et al., 2015).  

 Muchos países de ALC gastan una parte significativa de su presupuesto rural en 

gastos agrícolas. De manera más específica, entre el período 1985-2001, la mayoría de 

países asignaba una gran proporción de los gastos agrícolas a bienes privados (Gráfico 2).  

 
Gráfico 2—Gasto Público Rural y Proporción del Gasto Público Rural en Bienes 

Privados en ALC, 1985-2001 

 
Fuente: Anríquez et al. (2016) 
Nota: Los gastos agrícolas y no agrícolas (% del total de gastos rurales) corresponden a la escala de la izquierda, mientras 
que los gastos privados (% del total de gastos agrícolas) se leen de la escala de la derecha. Promedios anuales por países 
(en millones de USD al 2005).  

 

                                                 
7 Sin cambios en la composición de los gastos públicos agrícolas, el gasto total en agricultura debería incrementar en 
alrededor del 25% o más para alcanzar resultados similares en el PIB agrícola y en el ingreso rural per cápita (Anríquez et al., 
2015). 
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Los datos más recientes de Agrimonitor, el Sistema de Monitoreo de Políticas 

Agrícolas del BID para ALC8, muestran una imagen actualizada de la distribución de gastos 

públicos agrícolas entre bienes públicos y subsidios privados en ALC durante el período 

2006-2012 (Gráfico 3). Solo 4 de los 18 países mostrados en el gráfico asignaron menos de 

la mitad de su gasto agrícola a los subsidios privados. Brasil y México son los países con el 

mayor gasto agrícola promedio de la región (3.495,50 y 4.914,80, millones de USD 

respectivamente) entre 2006-2012, conforme a esta base de datos. También son los países 

con la mayor proporción de gastos totales agrícolas asignados a bienes privados (76 por 

ciento y 87 por ciento, respectivamente). Sin embargo, a pesar de que el apoyo al 

productor, como el que se contabiliza en el EAP, ha sido el principal tipo de política agrícola 

de la región durante las últimas décadas, se han logrado avances gracias al cambio hacia 

políticas que distorsionan menos la producción (Gurria, Boyce y De Salvo, 2016).  

 
Gráfico 3—Gasto Público en Agricultura por País, ALC, 2006-2012  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Anríquez et al. (2016) 
Nota: Los gastos públicos en bienes privados y bienes públicos se reflejan en la escala de la izquierda, mientras que el total 
de gastos agrícolas se leen en la escala derecha. Promedios anuales de los países, 2006-2012 (en millones de USD 2005). 
Algunos países solo tienen datos para el período 2013-14.  

 

III. Taxonomía del Gasto Público en Agricultura  

 
La clasificación de los gastos agrícolas en bienes públicos, mixtos o semi-públicos y 

privados se deriva de los marcos conceptuales propuestos por López (2004) y Komorowska 

(2010). En principio, los gastos públicos se categorizan de acuerdo con sus características 

                                                 
8 Agrimonitor (http://www.iadb.org/agrimonitor) utiliza la metodología ampliamente aceptada de estimados de apoyo al 
productor (EAP), desarrollada por la OECD en 1987 para estimar el nivel de apoyo de los gobiernos (en magnitud y 
composición) a la agricultura en los diferentes países que permita comparar el nivel de apoyo entre los países. El EAP 
(previamente, equivalente de subsidios al productor) es un indicador del “valor monetario anual de las transferencias de los 
consumidores y contribuyentes a los productores agrícolas, medido a nivel de finca, que surge de políticas que apoyan a la 
agricultura, sin importar su naturaleza, objetivo o impactos en la producción agrícola o ingresos”.  
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económicas, bajo la consideración que los gobiernos tienen la responsabilidad suprema de 

utilizar el dinero de los contribuyentes para la provisión de bienes públicos, que incluyen a 

los bienes y servicios que tienen una baja oferta como resultado de mercados inexistentes 

o imperfecciones de mercado (López, 2004).  

 Técnicamente, los gastos públicos se clasifican, ya sea en (1) bienes públicos si son 

(i) no rivales y no excluyentes o (ii) no rivales o no excluyentes y mitigan el impacto de los 

mercados inexistentes o de las imperfecciones del mercado; (2) bienes privados si son 

rivales y excluyentes; y, por último, (3) bienes mixtos o semi-públicos si se trata de bienes 

que arrojan principalmente ganancias privadas, pero con externalidades significativamente 

positivas.  

 

Tabla 1—Intervenciones en Agricultura por Categorías de Gasto Público 

BIENES PÚBLICOS 
No rivales y no 
excluyentes; no rivales o 
no excluyentes y mitigan el 
impacto de los mercados 
inexistentes o de las 
imperfecciones del 
mercado (por ejemplo, 
fallas de coordinación, 
bienes asociativos, 
recursos de propiedad 
común).  

 

 

 • Mitigación de emergencias, desastres naturales, emergencia agrícola  

 • Conocimiento agrícola e innovación; investigación y extensión científica y tecnológica  

 • Salud de plantas y animales (fitosanidad y zoosanidad); inspección y control  

 • Difusión de información (algunas TICs) 

 • Infraestructura rural  

 • Derechos de propiedad (por ejemplo, reglas, legislación, catastro, registro); manejo de 

recursos naturales; infraestructura social para comunidades rurales/agrícolas  

 • Regulación y monitoreo de la pesca 

 • Infraestructura de irrigación primaria y secundaria (grandes inversiones públicas) 

 • Sistemas de información (por ejemplo, climáticos, financieros, técnicos, regulatorios) 

 • Conservación y recuperación de recursos naturales  

 • Gasto social rural (por ejemplo, promoción de grupos étnicos nativos, promoción de la 

mujer)  

  

 BIENES MIXTOS O SEMI-PÚBLICOS (ÁREA GRIS) 
 Principalmente ganancias privadas, pero con externalidades positivas 

significativas  
  • Transferencia y extensión de tecnología (por ejemplo, 

tecnología ECA) 

  • Conservación de suelos, promoción de bosques y/o 

incentivos, inversión medio ambiental seleccionada  

  • Formación de capital humano  

  • Campañas de salud agrícola  

  

BIENES PRIVADOS 
Rivales y excluyentes 

 

  

 • Subsidios (pagos directos, mercadeo, producción, crédito, insumos, capital, energía)  
 • Comercialización  
 • Promoción de la producción  
 • Inversiones de irrigación en fincas (trabajos de irrigación terciaria)  
 • TIC (no relacionadas a la difusión de información)  
 • Desarrollo de mercados (apoyo y promoción internos y externos)  
 • Programas productivos seleccionados  

 
Nuestra clasificación de gasto público en bienes mixtos o semi-públicos es similar a 

lo que López (2004) y López y Galinato (2008) definen como el “área gris” del gasto público. 

Estos gastos públicos son difíciles de categorizar como bienes privados o bienes públicos 
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sin una revisión previa, más detallada, de sus componentes que permita realizar una 

estimación fundamentada de la proporción de gasto privado frente a la proporción de gasto 

público. Por ejemplo, en el caso de la infraestructura para irrigación, un número 

relativamente grande de productores se benefician de canales de riego primarios y 

secundarios en comparación con los trabajos de irrigación terciarios, y se los puede 

considerar bienes asociativos; mientras que, los trabajos de irrigación y las inversiones en 

finca son normalmente considerados como bienes privados.  

Las intervenciones agrícolas revisadas en este estudio también fueron sub-

clasificadas en categorías que reflejan el tipo de políticas y proyectos que se encuentran en 

ALC. Las evaluaciones revisadas en este estudio encajan en una de las siguientes 

categorías: (1) titulación de tierras, (2) salud de plantas y animales, (3) acceso a 

información, (4) adopción de tecnología, (5) subsidios gubernamentales en la forma de 

pagos directos, e (6) infraestructura rural. Estas categorías no son mutuamente excluyentes 

y, las intervenciones típicamente persiguen más de un objetivo relacionado, o no 

relacionado, al sector agrícola (Tabla 1).  

 

Búsqueda de Evaluaciones de Impacto 

 
Para este estudio, hemos seleccionado artículos que han analizado el desempeño 

de las políticas y programas agrícolas enfocados a agricultores de ALC. Todas las 

intervenciones han tenido el objetivo de mejorar en alguna medida la producción, 

productividad, rentabilidad y/o ingreso agrícola. Los artículos considerados en este estudio 

también han medido la efectividad de las intervenciones utilizando metodologías de 

evaluación de impacto rigurosas, ya sean diseños de investigación experimental y cuasi 

experimental (es decir, pruebas controladas aleatorias (PCA), regresiones discontinuas 

paramétricas o no-paramétricas (DRD), variables instrumentales (VI), diferencias en 

diferencias (dobles o triples), métodos mixtos, análisis de puntuación de propensión (PSM) 

u otros métodos de emparejamiento).  

Estos son artículos investigativos que han considerado cuidadosamente, en alguna 

medida, los desafíos asociados a la implementación de evaluaciones rigurosas de las 

intervenciones agrícolas dirigidas hacia los agricultores. Por ejemplo, los artículos que han 

recolectado indicadores basados en la producción, han examinado las funciones de la 

producción y/o las funciones de la ganancia y han medido los efectos indirectos o de 

derrame (efectos spillover) (Winters, Salazar & Maffioli, 2010; Winters, Maffioli, Salazar, 

2011; Farley et al., 2012). 

 Finalmente, se consultaron múltiples fuentes con bases de datos en línea durante el 

proceso de búsqueda de literatura para identificar artículos publicados, documentos de 
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trabajo, informes técnicos, disertaciones, artículos para conferencias y manuscritos no 

publicados. Estas fuentes incluyeron bases de datos en línea (por ejemplo, 3ie, CEGA, J-

PAL, IFPRI, IPA), publicaciones de instituciones financieras internacionales (por ejemplo, 

BID, FMI, BM), Google Scholar, y plataformas de publicaciones en línea para acceder a 

revistas académicas. Durante el proceso, se identificaron un par de revisiones sistemáticas 

relevantes, una sobre derechos de propiedad sobre la tierra y otra sobre escuelas de 

campo para agricultores (ECA).  

 La mayoría de artículos que evalúan las intervenciones agrícolas en la región, se 

han basado en el diseño de métodos cuasi experimentales para la estimación de los 

efectos causales. El PSM fue de largo la técnica de EI más utilizada (24 estudios), seguida 

de DD (18 estudios), VI (5 estudios), RD (1 estudio) y PCA (3 estudios). Pocos documentos 

utilizaron más de una metodología, como la PSM-DD9. Los efectos de las evaluaciones de 

impacto son principalmente específicos al contexto. Por lo tanto, debemos ser cuidadosos 

al examinar los resultados de estos estudios, particularmente al interpretar o predecir los 

potenciales impactos de una intervención similar en un contexto diferente (Vivalt, 2015a, 

2015b).  

 

IV. Resumen de la Efectividad de las Intervenciones Agrícolas sobre la Productividad 

en ALC 

 
Esta sección presenta un resumen de la evidencia empírica existente, tomada de las 

evaluaciones de impacto implementadas en ALC, acerca de los efectos de las 

intervenciones agrícolas que apoyan la provisión de bienes públicos y la diferente gama de 

subsidios privados, sobre el crecimiento y productividad agrícola. Todos los documentos 

están disponibles en inglés, a excepción de cinco documentos en español (DNP-

SINERGIA-SISDEVAL, 2001; GRADE, 2010; IARNA y FAUSAC, 2013; Rossi, 2013; 

Macroconsulta, 2014). Conforme a lo descrito en la sección anterior, los estudios se 

organizan en seis categorías: (1) titulación de tierras, (2) salud de plantas y animales, (3) 

acceso a información, (4) adopción de tecnología, (5) subsidios gubernamentales en la 

forma de pagos directos, e (6) infraestructura rural. Estos estudios informaron sobre una 

serie de indicadores de impacto intermedios y finales, mecanismos de impacto y/o efectos 

secundarios de los indicadores a lo largo de la cadena causal.  

 Para el resto de esta sección, cada categoría comienza con una tabla resumen que 

identifica los indicadores de impacto más relevantes para la agricultura de cada documento. 

Sin embargo, es importante notar que, debido a una significativa heterogeneidad a lo largo 

de las intervenciones, indicadores de impacto y/o número de EI, no es posible establecer 

                                                 
9 Ver la Tabla A.1 del Apéndice para una lista completa de todos los documentos incluidos en esta revisión de literatura.  
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una conclusión general para cada categoría. Las evaluaciones de impacto de los proyectos 

de desarrollo agrícolas son limitadas a nivel mundial, no solo en el caso de ALC (Del Carpio 

y Maredia, 2011). Esto ha limitado la posibilidad de los investigadores de combinar los 

resultados de múltiples EI a través de meta-análisis rigurosos que permitan investigar los 

efectos en los grupos de tratamiento desde una perspectiva más amplia.  

 

Titulación de tierras 

 

Autor(es) 
Año de 

Publicación 
País Indicador(es) de impacto relacionados a la agricultura 

Lawry et al. 2014 
Países en 
desarrollo  

   Revisión Sistémica  

Torero y Field 2005 Perú 

 - Dimensión de asistencia social (total de gasto de los hogares) 
 - Cambio del valor de mercado de la vivienda 
 - Valor de mercado de un terreno  
 - Acceso a crédito formal (por ejemplo, monto solicitado/recibido, 
duración, tasa)  
 - Riesgo de expropiación sobre los rendimientos esperados de las 
inversiones (por ejemplo, gastos en fertilizantes, tiempo de trabajo en un 
terreno, sistema de irrigación, acceso a electricidad)  

Zegarra, Escobar y 
Aldana 

2008 Perú 

 - Tierra que posee (hectáreas)  
 - Valor de producción por hectárea (nivel de distrito)  
 - Ingreso por hectárea e ingreso total  
 - Área del terreno  

Fort 2008 Perú 
 - Dificultad para realizar inversiones ligadas a la tierra  
 - Valor de las inversiones ligadas a la tierra  

Nakasone 2011 Perú 
 - Ingreso mensual: auto empleo agrícola  
 - Censo agrícola: extensión promedio de tierra que se posee (ha)  
 - Tierra propia (ha)  

Foltz, Larson y 
López 

2000 Nicaragua 

 - Oferta de crédito  
 - Inversiones agrícolas  
 - Fuente de ingreso no agrícola 
 - Productividad agraria (ingresos agrícolas totales como proxy de 
ingreso)  

Deininger y 
Chamorro 

2004 Nicaragua 

 - Ganancias agrícolas de la producción de cultivos  
 - Área operativa  
 - Área que se posee (cultivada, pastizales, otros)  
 - Ganancia por manzana (mediana)  

Bandiera 2007 Nicaragua 
 - Efecto de la titularidad sobre el cultivo agrícola (árboles)  
 - Dificultad para realizar inversiones ligadas a la tierra  
 - Valor de la tierra (registro)  

 

 Durante mucho tiempo, economistas y hacedores de políticas públicas han 

reconocido la importancia que los derechos de propiedad bien definidos y bien protegidos 

tienen para el desarrollo económico (Mises, 1920; Hayek, 1945; Demsetz, 1967; Smith, 

1776; Coase, 1960; Deininger, 2004). En ausencia de derechos de propiedad seguros, los 

agricultores enfrentan una vasta cantidad de obstáculos e incentivos limitados para tomar 

decisiones eficientes acerca de una inversión en agricultura que podría aumentar la 

productividad agrícola (Norton, 2004). Por ejemplo, esto dificulta la posibilidad de los 

agricultores de utilizar a la tierra como garantía de acceso a los mercados financieros 

(Feder et al., 1988; Besley, 1995), lo cual limita las opciones de inversión en insumos 
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esenciales para la producción y tecnologías de infraestructura (Meinzen-Dick, 2014). El 

efecto negativo de la limitación de créditos en el comportamiento de los inversores, influye 

en el desarrollo económico y el crecimiento, tanto a nivel macro como a nivel micro (Levine, 

1997; Acemoglu, Johnson y Robinson, 2001, 2002; Kerekes y Williamson, 2008; Love y 

Sánchez, 2009).  

 La inseguridad de la tierra también es un gran obstáculo para el desarrollo agrícola, 

ya que aumenta el potencial de conflictos de tierras y restringe el desarrollo de mercados 

de tierra dinámicos, sólo por nombrar algunos efectos. De acuerdo a la teoría económica 

convencional y a los estudios empíricos sobre derechos de propiedad, los programas de 

titulación de tierras, en los contextos agrícolas rurales, se han diseñado como un 

mecanismo para atraer los beneficios asociados a la seguridad de los derechos de 

propiedad. Consecuentemente, los programas de titulación de tierras podrían ser 

considerados como una precondición para fomentar la capacidad de los agricultores para 

estimular de manera eficiente y sustentable la productividad agrícola y promover el 

desarrollo agrícola rural. Esto es particularmente importante para el sector agrícola de ALC, 

por cuanto éste enfrenta desafíos significativos en relación a la seguridad de la tenencia de 

tierras, lo cual afecta notablemente a los grupos indígenas, individuos con bajos ingresos y 

mujeres (Valdés Conroy et al., 2014).  

 En una revisión sistemática de intervenciones sobre derechos de propiedad de las 

tierras dirigidas a pequeños agricultores de países de renta media y baja de Asia, ALC y el 

África Subsahariana, Lawry et al., (2014) encontraron evidencia significativa de ganancias 

en productividad agrícola (40 por ciento a lo largo de los estudios), en inversiones ligadas a 

la tierra y en el ingreso de los agricultores como resultado de los programas de titulación de 

tierras, particularmente en Asia y en ALC 10 . Los autores también destacan que las 

ganancias en productividad derivadas de los programas de titulación de tierras tienden a 

tomar algún tiempo antes de que sean evidentes, y que cualquier reforma sobre la tenencia 

puede tener consecuencias sociales negativas, tales como el desplazamiento de grupos 

minoritarios y limitaciones significativas en el acceso de las mujeres a la tierra 11 . La 

evidencia empírica acerca del acceso a crédito y mercados de arriendo de tierras fue muy 

limitada y, por lo tanto, inconclusa, por lo que se requiere un mayor escrutinio del tema.  

 En el contexto de ALC, se han realizado pocas evaluaciones de impacto que den 

luces acerca de la efectividad de los programas de titulación de tierras para el crecimiento 

                                                 
10 Los autores reportan haber encontrado evidencia clara de ganancias en la productividad en 7 de los 20 estudios que 
calificaron para esta revisión, 5 de los cuales correspondían a ALC (los otros dos correspondían a Asia y África). Los autores 
sugieren que las diferencias observadas en los impactos en Asia y ALC, en relación al África Subsahariana (ASS), 
probablemente se pueden explicar por “el hecho de que en estas regiones (Asia y LAC), la titulación es la vía dominante para 
asegurar los derechos sobre las tierras… En el África Subsahariana, los sistemas consuetudinarios de tenencia continúan 
relativamente funcionales… (y) carecen de un adecuado reconocimiento constitucional y legal en muchos países” (Lawry et 
al., 2014).  
11 Por ejemplo, ver Glavin, Stokke y Wiig (2013) en relación a desventajas de género y Griffiths (2004) para desplazamiento de 
grupos minoritarios relacionado a proyectos de titulación de tierras en ALC.  
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agrícola y la productividad. Por ejemplo, el “Programa Especial de Titulación de Tierras y 

Catastro Rural” (PETT) se implementó en Perú en 1993 como un programa masivo de 

titulación de tierras agrícolas dirigido por el Estado. Las evaluaciones de impacto del PETT 

han encontrado impactos positivos y significativos en la tendencia de los agricultores a 

invertir en activos relacionados a la agricultura (Zegarra, Escobal y Aldana, 2008; Fort, 

2008), incrementos significativos en el valor de mercado de los terrenos (Torero y Field, 

2005), y la reubicación del trabajo del hogar de actividades no agrícolas a actividades 

agrícolas de auto empleo en los propios terrenos de los agricultores (Nakasone, 2011). 

Zegarra, Escobal y Aldana (2008) encontraron efectos significativos en el ingreso por 

hectárea y en las inversiones en cultivos permanentes entre los beneficiarios identificados 

como limitados en la cantidad en el mercado crediticio12 . Fort (2008) encontró que la 

titulación de tierras tenía efectos significativos en la tendencia y valor de las inversiones, 

con efectos mayores para parcelas con niveles más bajos de seguridad en la tenencia en 

comparación con los niveles medios de seguridad en la tenencia antes del PETT. Sin 

embargo, ésta explicación se relaciona más con el incremento en la disposición de los 

agricultores a invertir que con el acceso a crédito. Torero y Field (2005) no encontraron 

evidencia de que el programa haya tenido un impacto sobre las inversiones ligadas a la 

tierra, ni sobre la asistencia social y el acceso a crédito. Los autores también destacan el 

cómo la fragmentación extrema de la tierra y las grandes asimetrías de información fueron 

distorsiones potenciales que inhibían el desarrollo de mercados crediticios rurales. Los 

autores sí encontraron efectos positivos y significativos en el valor de mercado de los 

terrenos. También analizaron el impacto del PETT para la provisión de bienes públicos 

entre y dentro de las comunidades, y observaron que la organización se enfocó primero en 

la provisión de infraestructura básica (por ejemplo, vías, parques, centros comunitarios), 

para luego concentrarse en la provisión de infraestructura de servicios públicos (por 

ejemplo, electricidad, agua, alcantarillado). Los resultados de Nakasone (2011), quien 

amplia el trabajo realizado por Torero y Field (2005), sugieren un posible canal por medio 

del cual la titulación podría llevar a incrementos en las inversiones ligadas a la tierra, 

incluso cuando los agricultores continúen teniendo limitaciones en el acceso al crédito luego 

del programa. Un incremento en el número de horas de trabajo en actividades agrícolas 

podría llevar a un incremento en la productividad agrícola, promoviendo así las inversiones 

ligadas a la tierra13.  

                                                 
12 Limitados por la cantidad se define como el tener una alta probabilidad de aplicar a un crédito, pero ser rechazado o como 
tener una alta probabilidad de no aplicar debido a sentimientos subjetivos relacionados a tener una alta probabilidad de ser 
rechazado.  
13 Ver de Janvry et al. (2015) para una evaluación de los certificados de propiedad de tierras sobre los patrones migratorios en 
México.  
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 Otro caso de esquema de titulación de tierras se encuentra en Nicaragua, donde la 

seguridad en la tenencia de tierras en el sector rural fue considerablemente afectada por 

grandes transformaciones económicas, políticas y sociales ocurridas durante el último siglo. 

Foltz, Larson y López (2000) examinaron los efectos de la inseguridad en la tenencia de 

tierras sobre el desarrollo agrícola rural. Sus resultados empíricos muestran que la 

inseguridad en la tenencia de tierras tiene impactos negativos significativos sobre las 

ganancias agrícolas rurales, en la que el status de tenencia de tierras más inseguro 

(inexistencia de documentación legal formal) tiene una relación directamente positiva con el 

ingreso no agrícola, lo cual no es el caso en otras categorías de tenencia (es decir, títulos 

de propiedad parciales, reformas agrarias y títulos completos). Los resultados también 

brindan algunos indicios de que la falta de una definición clara y una buena protección de 

los derechos de propiedad podría causar inversiones agrícolas inadecuadas, una ineficiente 

distribución de la mano de obra del hogar en tareas agrícolas y un acceso reducido a 

crédito rural, todo esto puede tener impactos negativos en la productividad y rentabilidad 

agrícola. También encontraron una relación significativa entre el status de tenencia de 

tierras y el número de árboles en la propiedad. Según se destaca en Bandiera (2007), el 

cultivo de árboles es importante para la rentabilidad agrícola, el reciclaje de nutrientes, la 

conservación del suelo, la fertilidad y la reducción de la erosión del suelo. El autor muestra 

que la tenencia de la tierra influencia significativamente a las técnicas agrícolas, donde es 

más probable que los agricultores que poseen la tierra, y no los arrendatarios, planten 

árboles. Análogamente, Deininger y Chamorro (2004) encontraron que a pesar de que los 

títulos de propiedad otorgados por la reforma agraria nicaragüense tenían ciertos 

beneficios, los títulos de propiedad legales, completamente registrados son más 

importantes. Los autores reportaron que los títulos registrados tenían un impacto 

significativo en la predisposición a realizar inversiones ligadas a la tierra en alrededor de 8 a 

9 por ciento14, incrementaban el valor de la tierra registrada en alrededor del 30 por ciento y 

permitían a los productores adoptar portafolios de activos más óptimos desde el punto de 

vista social15.  

 La evidencia de los programas de titulación de tierras sobre los beneficios agrícolas 

y resultados de bienestar en ALC está lejos de ser clara. Existe evidencia de efectos 

positivos en el valor de mercado de los terrenos agrícolas, resultados mixtos en cuanto al 

impacto de las inversiones ligadas a la tierra y evidencia inconclusa acerca del hipotético 

                                                 
14  De manera similar, de Laiglesia (2004) muestra cómo el programa de titulación de tierras de Nicaragua incrementó 
significativamente, en un 35 por ciento, la probabilidad de realizar inversiones ligadas a la tierra. Sin embargo, Liscow (2013) 
indica cómo en el caso de Nicaragua, el fortalecimiento de los derechos de propiedad llevó a un incremento inesperado de la 
deforestación, como resultado de la falta de políticas de conservación de los bosques.   
15 Tanto Foltz, Larson y López (2000) como Deininger y Chamorro (2004), aplicaron análisis de regresiones múltiples sobre 
datos transversales y, por lo tanto, no se consideran evaluaciones de impacto verdaderas. Sin embargo, se los ha incluido 
como referencia en este informe, puesto que ambos estudios, así como también el estudio de Bandiera (2007) y dos 
evaluaciones de PETT, Torero y Field (2008) y Fort (2008) fueron los cinco estudios incluidos en la revisión sistémica sobre 
productividad de Lawry et al. (2004).  
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incremento del acceso a crédito. Las evaluaciones de programas todavía enfrentan 

desafíos considerables en cuanto a la comprensión de la heterogeneidad de los impactos, y 

de los mecanismos a través de los cuales dichos programas de titulación incrementan la 

seguridad de la tenencia de la tierra, así como también su costo-efectividad y sostenibilidad 

(Deininger y Feder, 2009; Gignoux, Macours & Wren-Lewis, 2013; Liscow, 2013). 

Consecuentemente, los programas de titulación de tierras, por sí solos, no deberían 

considerarse como la panacea para alcanzar los beneficios asociados con la presencia de 

derechos de propiedad seguros. Una revisión y evaluación cuidadosa de los contextos 

regionales y nacionales, combinada con el conocimiento de las instituciones locales que 

entienden los factores clave —relaciones sociales locales, características de los recursos 

locales y servicios complementarios— es crítica para el diseño, implementación e impacto 

general de los futuros programas de titulación de tierras en el área rural de ALC (Lawry et 

al., 2014; Gignoux, Macours and Wren-Lewis, 2013; Williamson, 2011). Adicionalmente, 

estos hallazgos dan luces acerca de la necesidad de reformas institucionales adicionales 

dentro de los marcos financieros, legales y regulatorios con el fin de alcanzar plenamente 

los efectos del establecimiento de derechos de propiedad seguros.  

Salud de Plantas y Animales  

 

Autor(es) 
Año de 

Publicación 
País Indicador(es) de impacto relacionados a la agricultura 

Salazar et al. 2016 Perú 

 - Conocimiento/prevención de la plaga de la mosca de la fruta  
 - Producción agrícola total, ventas  
 - Producción total de frutas (no-frutas), ventas  
 - Valor de producción de cultivos de frutas  
 - Uso y gasto en insecticidas  

GRADE 2010 Perú 
 - Rendimiento de la cosecha de frutas por hectárea  
 - Ingreso agrícola  
 - Valor de la tierra (auto informado)  

Waddington et al.  2014 
Países en 
desarrollo  

  Revisión Sistémica  

Godtland et al.  2004 Perú 
 - Conocimiento de los agricultores (resultados de pruebas) sobre 
plagas, fungicidas y variedades resistentes  

Zuger 2004 Perú 

 - Pruebas de conocimiento  
 - Frecuencia de la aplicación de pesticidas  
 - Calidad de los pesticidas utilizados  
 - Pesticidas preparados y aplicados por el usuario 
 - Rendimientos por hectárea  

Cavatassi et al. 2011b Ecuador 

 - Registro de la cosecha total (Kg/Ha)  
 - Márgenes brutos ($/ha) 
 - Total de papas vendidas (% de la cosecha)  
 - Valor de las papas cosechadas ($/ha) 
 - Precio de las papas vendidas ($/kg) 
 - Tiempo de la transacción (hr) 
 - Costos de los insumos, mano de obra pagada, semillas compradas, 
semillas plantadas ($/ha)  

Cavatassi et al. 2011a Ecuador 

 - Márgenes brutos ($/ha)  
 - Rendimiento total (kg/ha)  
 - Relación insumos- productos  
 - Uso de insumos (semillas, mano de obra, tractor, fertilizantes)  

Labarta 2005 Nicaragua 
 - Rendimientos (kg/ha) 
 - Ganancias netas (US$/ha) 
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 Otro gran desafío para la productividad agrícola en ALC se deriva de las pérdidas de 

rendimientos debido a plagas previo a la cosecha y durante la post-cosecha (Popp, Petõ y 

Nagy, 2013; Oerke, 2006). De igual manera, es probable que el impacto de las plagas en la 

calidad del producto tenga efectos adversos significativos en las oportunidades de 

exportación, y consecuentemente, en el desarrollo agrícola. El rol de las regulaciones 

sanitarias y fitosanitarias (medidas MFS) y otras regulaciones relacionadas a la calidad es 

asegurar la adopción de un set legítimo de estándares para proteger la salud animal y de 

las plantas, así como también la seguridad alimentaria, las cuales son críticas para 

minimizar las pérdidas, incrementar el acceso a mercados externos y salvaguardar la salud 

pública16. Los estudios de caso de la región muestran que los esfuerzos públicos para 

fortalecer la salud agrícola nacional y los servicios de seguridad alimentaria pueden 

estimular las exportaciones (Díaz Ríos, 2007) y facilitar la adopción de MFS (Agosín y 

Bravo-Ortega, 2009; Hernández et al., 2007). Sin embargo, el cumplimiento de las MFS y 

otras regulaciones de calidad relacionadas continúa siendo un desafío en ALC (Shearer, 

Almeida y Gutierrez Jr, 2009; INTAL, 2014; Ordoñez, Valdés Conroy y Rose, 2015). El 

argumento económico para la intervención del gobierno en esta situación, es corregir las 

fallas del mercado que surgen de las asimetrías de información y de las fallas de 

coordinación en este tipo particular de actividades. De manera general, la solución a este 

problema es aquella que opera a una escala espacial mayor y requiere de coordinación 

entre fincas17.  

 Por ejemplo, en 1997, el Perú lanzó un programa agresivo para el control y 

erradicación de la mosca de la fruta (Ceratitis capitata) con el fin de impulsar el crecimiento 

de la productividad del sector frutícola para estimular la competencia en el mercado global 

(BID, 1997). Utilizando un diseño de RD, Salazar et al., (2016) analizaron los impactos a 

corto plazo de la tercera fase del “Programa Mosca de la Fruta III” implementado en el 

cuarto trimestre del 2009 en Lima, Ancash y La Libertad. Los autores encontraron evidencia 

significativa de un incremento positivo en la productividad de los cultivos de frutas (medido 

como el valor de producción por planta) de 15 por ciento, en promedio, en el grupo de 

tratamiento con respecto al grupo de control. También hubo un incremento en la producción 

agrícola total (100-145 puntos porcentuales), en el total de ventas agrícolas (230-380 por 

ciento), en la producción de fruta (65 por ciento), en la venta de frutas (226 por ciento) y 

una mayor proporción de ventas de frutas con respecto al total de las ventas (19 por 

ciento). No hubo evidencia de efectos a corto plazo entre el nivel y cantidad de insecticidas 

utilizados y la pérdida de cultivos de fruta. Finalmente, se determinó que, efectivamente, los 

                                                 
16 Ver Jank (2004) (Capítulo 5) para una visión de los requerimientos de medidas MFS para el comercio agrícola en ALC.  
17 Adicionalmente, la acción colectiva tiene un rol crítico para la agricultura y desarrollo rural, no solo en términos de acceso al 
mercado, sino para corregir otras imperfecciones del mercado tales como, altos costos de transacción, acceso a información y 
recursos financieros (Markelova et al., 2009). 
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beneficiarios tenían mayores conocimientos acerca de la mosca de la fruta, y es más 

probable que implementen medidas de control y prevención en el futuro18.  

 El número de EI de salud de plantas y animales en ALC es bastante limitado. Por lo 

tanto, el set de evaluaciones restante se relaciona al enfoque de aprendizaje de las 

escuelas de campo para agricultores (ECA), el cual se clasifica técnicamente como un 

servicio de extensión y cubre un amplio espectro de temas19. Sin embargo, un componente 

clave del enfoque de la ECA está igualmente interesado en resolver el problema de acción 

colectiva de manejo de plagas, lo cual lo convierte en un enfoque particularmente relevante 

para este tema. Inicialmente introducido en el Sudeste asiático a finales de los 80, la ECA 

es un enfoque participativo grupal que se propuso en un inicio como alternativa al medio 

ambiente adverso y a las consecuencias en la salud del modelo agrícola altamente 

centralizado que se adoptó durante la Revolución Verde. Uno de los principales objetivos 

de la metodología ECA es que los propios agricultores se involucren en la investigación 

basada en hallazgos y en el modelo de capacitación para reducir la dependencia en los 

pesticidas químicos, a través de la adopción de técnicas de manejo integrado de plagas 

(MIP) y la implementación de conocimiento agroecológico para sistemas agrícolas de 

pequeña escala (Braun y Duveskog, 2011). El modelo ECA fue entonces adoptado 

alrededor del mundo para una variedad de temas agrícolas y no agrícolas (Braun et al., 

2006).  

 Mediante la combinación de resultados de 15 estudios cuasi experimentales, 

Waddington et al., (2014) condujeron un meta análisis del impacto de los programas ECA 

en las prácticas agrícolas y en los rendimientos de producción de los agricultores de 

cultivos arables en países de renta baja y media 20 . Los resultados indican que la 

participación de ECA incrementó significativamente los rendimientos agrícolas (medidos 

como la producción de cultivos por hectárea) en un promedio de 13 por cierto, las 

ganancias netas en un promedio de 19 por ciento21, y redujo el coeficiente de impacto 

ambiental (CIA) en un promedio de 39 por ciento relativo a la no participación. Los autores 

también identificaron que la participación en ECA tenía efectos positivos significativos sobre 

el conocimiento de prácticas agrícolas, la reducción del uso de pesticidas y la adopción de 

                                                 
18 En otra evaluación del programa, GRADE (2010) encontró incrementos positivos y significativos en los rendimientos de 
frutas (118 por ciento), valor de las tierras auto reportados (125 por ciento), e ingreso agrícola de los hogares (220 por ciento). 
Sin embargo, esta evaluación enfrenta algunas limitaciones, tales como el tal estado de tratamiento auto reportado y posibles 
violaciones del supuesto en la estimación del DD.  
19 Los servicios de extensión pueden cubrir una amplia variedad de servicios agrícolas, tales como asesoría y asistencia 
técnica, investigación y desarrollo, abordaje de cuestiones relativas al mercadeo, empoderamiento y acción colectiva de los 
agricultores, provisión de información de mercado y, alianzas con proveedores de servicios e instituciones rurales. Los 
agricultores se consideran socios clave para el proceso de desarrollo del enfoque ECA. En la próxima sección sobre adopción 
de tecnología, se examinarán múltiples intervenciones de servicios de extensión, tanto con bienes públicos como privados. 
Ver Birner et al. (2009) para una revisión profunda y para conocer la historia de los servicios de extensión agraria.  
20 Un total de 11 estudios de ALC se incluyeron en el meta análisis, seis estudios sobre MIP-ECA, un estudio sobre MIPP-
ECA, un estudio sobre manejo integrado ECA y un estudio sobre ECA más apoyo al ingreso y marketing. Se identificó que un 
total de 9 de los 11 estudios tenía un alto riesgo de sesgo en la evaluación y únicamente 5 de los estudios implementaron una 
metodología de evaluación de impactos.   
21 Los autores encontraron que al complementar los programas ECA con intervenciones preparatorias y complementarias (por 
ejemplo, apoyo para insumos y marketing) se lograban mayores incrementos en las ganancias.   
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otras prácticas beneficiosas. Sin embargo, no hubo evidencia de transmisión de 

conocimientos o efectos en los resultados de salud, y los resultados se limitaron 

considerablemente a evaluaciones de corto plazo con un margen de error medio22.  

 En la década de los 90, el Centro Internacional de la Papa (CIP), la FAO y otras 

organizaciones de investigación nacionales y regionales, empezaron a trabajar con 

agricultores de papa de las comunidades andinas de Ecuador, Perú y Bolivia en programas 

piloto para el manejo integrado de plagas a través de las escuelas de campo para 

agricultores (MIP-ECA). La metodología se adaptó como respuesta a los problemas críticos 

de plagas, abuso de pesticidas y la rápida implementación de reformas económicas y 

estructurales que redujeron el gasto público en el sector agrícola (Ortiz, 2006; Braun y 

Duveskog, 2011). Godtland et al. (2004) analizaron el impacto del programa piloto MIP-ECA 

sobre el conocimiento y productividad de los agricultores de papa peruanos de San Miguel, 

Cajamarca 23 . El programa piloto incrementó significativamente el conocimiento de los 

participantes en un 14 por ciento en comparación con otros agricultores. Asumiendo que el 

conocimiento tiene un efecto positivo en la productividad y que el conocimiento se mantiene 

en el tiempo, los autores se basaron en este impacto en el corto plazo para realizar un 

ejercicio de simulación que mostró que las ECA tenían el potencial de mejorar 

considerablemente la productividad promedio de la papa en alrededor del 32 por ciento en 

comparación con el valor típico promedio anual24. Utilizando una regresión lineal y pruebas 

t, Züger (2004) reportó que la participación en el programa piloto tuvo efectos positivos y 

significativos sobre los rendimientos, los cuales se derivaron de la adopción de nuevas 

variedades y de la participación en la ECA. En promedio, la adopción de una nueva 

variedad de papa incrementó el rendimiento promedio de los participantes en 4 toneladas 

por hectárea (US$350/ha) por año y, la participación en ECA incrementó los rendimientos 

promedio en casi 2,7 toneladas por hectárea (US$236/ha) por año. El autor también señala 

que un mayor conocimiento acerca del manejo de cultivos no necesariamente es aplicado 

automáticamente en el campo, por lo que los rendimientos pueden verse afectados de 

manera directa o indirecta durante un período de tiempo.  

 Un enfoque similar, pero más amplio, se desarrolló en Ecuador en el marco del 

programa “Plataformas de Concertación”, el cual se enfocaba a reducir la pobreza e 

                                                 
22  Para estimar de manera empírica la presencia de sesgos, los autores evaluaron las amenazas a la validez interna 
(identificación de causas), a la validez externa (generalización) y a la presencia del sesgo de publicación. Conforme a la 
evaluación de calidad de los autores, ninguno de los estudios cuasi experimentales sobre ECA se identificó como de bajo 
riesgo en cuanto a sesgo, y solo 15 (de entre 92) se calificaron con mediano riesgo de sesgo y, por lo tanto, se incluyeron 
dentro de la revisión sistématica como análisis de políticas basado en evidencia o “acciones de política”. Por ejemplo, la 
evaluación de calidad de los 11 estudios utilizados para el meta análisis de rendimientos, reportó “fuertes sospechas de un 
riesgo de sesgo y sesgo de publicación moderados”.  
23 Conocimiento medido a través de una prueba de conocimiento sobre plagas, fungicidas y variedades de papa resistentes al 
tizón tardío. Productividad medida como el coeficiente de producción/insumo (cantidad de semillas cosechadas/cantidad de 
semillas plantadas por hectárea). 
24 Los autores especificaron que dado que las decisiones sobre producción se tomaron ya sea antes o durante el piloto, no se 
puede esperar que los rendimientos del primer año reflejen el conocimiento de las ECA. En su lugar, utilizaron variables 
transversales de una sub-muestra de no beneficiarios para correlacionar el conocimiento con los rendimientos.   
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incrementar la seguridad alimentaria de los pequeños agricultores de papa de los Andes a 

través de mayores rendimientos y ganancias. El programa proporcionaba capacitación MIP-

ECA y una gama de servicios de extensión agraria para mejorar la integración de los 

agricultores en los mercados de alimentos de alto valor. Cavatassi et al., (2011a, 2011b) 

reporta impactos positivos sólidos y significativos de las Plataformas sobre los rendimientos 

y márgenes brutos25 , principalmente influenciados por un mayor porcentaje de ventas, 

nuevas tecnologías, aumento en el uso de insumos, y precios un 30 por ciento más altos 

aproximadamente. Además, no se encontró evidencia de efectos adversos sobre la salud 

de los agricultores o sobre el medio ambiente (Cavatassi et al., 2011b).  

 Por último, Labarta (2005) no encontró evidencia del impacto del programa MIP-

ECA “Programa de Manejo Integrado de Plagas en América Central” (PROMIPAC), 

implementado en Nicaragua, sobre los rendimientos y ganancias netas de los productores 

rurales de frijol que se beneficiaron del programa en comparación con los no beneficiarios. 

El programa no tuvo efectos sobre la adopción de prácticas de MIP o reducción en los 

niveles de toxicidad como resultado de la cantidad de insecticidas y herbicidas utilizados 

para la producción. Sin embargo, Labarta y Swinton (2006) muestran que las diferencias en 

las características técnicas de cada ONG que proporciona estos servicios de extensión 

agraria pueden tener efectos significativos sobre la tasa de adopción e implementación de 

tecnologías. En otras palabras, es probable que la magnitud real de los efectos de este 

programa se encuentre detrás de las diferencias en la experticia profesional de las 

agencias. Agricultura para Necesidades Básicas (A4N) fue otro programa implementado en 

Nicaragua entre el 2009-2012 para promover el desarrollo rural sostenible. A pesar de que 

no es un programa de escuela de campo para agricultores per sé, la A4N brindó a los 

agricultores las habilidades técnicas relacionadas al manejo de grupos, ahorro y crédito, 

mercadeo, experimentación básica e innovación para el acceso a nueva tecnología y 

habilidades gerenciales para la producción agrícola y el manejo de recursos naturales26. 

Mediante una estimación PSM-DD, Peralta y Swinton (2013) evaluaron el efecto general del 

programa y no encontraron evidencias de impacto sobre el ingreso agrícola y la riqueza de 

los hogares.  

 Las prácticas de salud vegetal y animal, así como las prácticas de seguridad 

alimentaria son críticas para el sector agrícola. Como se observó en el caso del programa 

                                                 
25 Rendimientos medidos como registros del total de cosechas (kg/ha); márgenes brutos medidos en dólares de los Estados 
Unidos de América (USD) por hectárea.  
26 Inicialmente, el programa siguió un criterio official de elegibilidad para la selección de beneficiarios. Sin embargo, los 
gerentes del programa tuvieron dificultades para implementar este criterio durante el proceso de implementación, permitiendo 
que miembros no elegibles de la comunidad participen. Adicionalmente, los beneficiarios del programa tenían la decisión de 
adherirse a múltiples intervenciones. El programa promocionaba la conservación de la agricultura, la producción de cultivos 
nutritivos, la adopción de variedades mejoradas de cultivos, el micro manejo de ganado, el manejo integral de plagas y 
prácticas para reducir las pérdidas post-cosecha de cultivos, el procesamiento durante la post-cosecha, una mayor 
participación en los mercados y la promoción de grupos de agricultores innovadores. Adicionalmente, el programa proporcionó 
activos agrícolas; silos metálicos, materiales para la infraestructura agrícola, infraestructura para el almacenamiento de agua y 
pequeños animales de granja (Peralta y Swinton, 2013).   
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de la mosca de la fruta en Perú, el fortalecer las medidas locales de salud agrícola para 

corregir las fallas de mercado puede tener efectos positivos significativos sobre la 

productividad agrícola. La evidencia de evaluaciones individuales de ECA de la región, así 

como también la revisión sistemática realizada por Waddington et al., (2014), sugieren 

fuertemente que la promoción de prácticas de manejo de plagas entre los agricultores es 

una forma efectiva de estimular el crecimiento de la productividad. Sin embargo, es 

probable que los efectos de estas medidas sean influenciados por un conjunto de factores 

que incluyen, sin limitarse a, la calidad y cantidad de las agencias de implementación y la 

disponibilidad de insumos y servicios complementarios a nivel de finca27.  

 

Adopción de Tecnología  

 

Autor(es) 
Año de 

Publicación 
País Indicador(es) de impacto relacionados a la agricultura 

Salazar et al. 2015 Bolivia 
 - Valor de producción: consumo de los hogares, ventas 
 - Ingreso de los hogares p/c (US$) 
 - Seguridad alimentaria  

Aramburu et al. 2014 Bolivia 

 - Valor de la producción agrícola: consumo de los hogares, ventas  
 - Margen bruto US$/ha (registros)  
 - Seguridad alimentaria  
 - Cultivos tradicionales/no tradicionales  
 - Uso & gastos en insumos agrícolas (por ejemplo, fertilizantes, 
insecticidas, fungicidas, maquinaria)  

Rossi 2013 Argentina 
 - Producción total de uvas  
 - Proxy de rendimiento (kg/hectárea)  

Maffioli et al. 2011 Argentina 
 - Producción (toneladas) y rendimiento (toneladas/ha) 
 - Calidad y variedad de uvas  

Cerdán-Infantes, 
Maffioli y Ubfal  

2008 Argentina  - Rendimiento, calidad y valor (registros)  

Peralta y Swinton 2013 Nicaragua 
 - Ingresos y activos agrícolas  
 - Prácticas de conservación agrícola, gastos en insumos, acceso a 
créditos/ahorros  

IARNA y FAUSAC 2013 Guatemala 
 - Rendimientos: maíz y frijol  
 - Ingreso de los hogares, per cápita  
 - Seguridad alimentaria  

Gonzales et al. 2009 
República 
Dominicana 

 - Productividad y valor por unidad de tierra cultivada de arroz y otros 
productos  
 - Índice de eficiencia reproductiva (IER), ganado  
 - Peso promedio y valor por cabeza de ganado  
 - Producción de leche promedio y valor promedio de la producción de 
leche 

Bravo-Ureta, Cocchi 
y Solis 

2006 El Salvador 
 - Área tratada con prácticas de conservación de suelos 
 - Área tratada con una combinación de estructuras de conservación de 
suelos y agroforestería  

Solís, Bravo-Ureta & 
Quiroga 

2007 El Salvador 
 - Adopción de prácticas de conservación de suelos  
 - Producción total de los hogares  

Cocchi 2004 El Salvador 
 - Adopción de prácticas de conservación de suelos  
 - Diversificación de productos, ingreso de los hogares  
 

Bravo-Ureta et al. 2011 Honduras 
 - Valor total de la producción agrícola  
 - Total de tierra dedicada a la producción agrícola (ha) 

                                                 
27 Por ejemplo, Buck y Alwang (2011) desarrollaron un experimento y una intervención aleatoria de capacitación para estudiar 
el comportamiento de los agricultores ecuatorianos. Los autores encontraron evidencia que indica que los agricultores que 
confían en los técnicos agrícolas, aprenden más durante los servicios de extensión.  
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Blair et al. 2012 El Salvador 

 - Ingreso productivo neto anual: ventas  
 - Ingreso neto anual: ingreso productivo, salarios, ingreso de negocios e 
ingreso adicional (incluye remesas)  
 - Consumo neto anual de los hogares: gastos en alimentación, ítems del 
hogar, servicios, salud, transporte y educación, entre otros 
 - Producción, ventas y precios.  Número de ítems producidos y 
vendidos, así como también el precio por unidad vendida el año pasado.  

Tjernström, Toledo y 
Carter 

2013 Nicaragua 

 - Valor de la producción: valor total de la producción del cultivo previsto  
 - Consumo per cápita de los hogares  
 - Inversiones en capital  
 - Manzanas plantadas: área total que un hogar plantó del cultivo 
previsto en el DNR 
 - Semillas mejoradas: área total que un hogar plantó del cultivo previsto 
en el DNR  

NORC 2012 Honduras 

 - Ingreso neto de cultivos de horticultura y granos básicos  
 - Gasto neto en cultivos de horticultura y granos básicos  
 - Ingreso neto de los hogares  
 - Consumo total de los hogares  
 - Gastos en mano de obra  

Cerdan-Infantes, 
Maffioli y Ubfal 

2009 Uruguay 

 - Adopción de variedades certificadas: porcentaje de variedades 
certificadas 
 - Densidad de la plantación: número de árboles por ha  
 - Productividad: rendimiento en función de la producción total por ha  
 - Valor de producción: valor de la producción por ha  

Maffioli et al. 2013 Uruguay 

 - Adopción de variedades certificadas: porcentaje de variedades 
certificadas 
 - Densidad de la plantación: número de árboles por ha  
 - Productividad: rendimiento en función de la producción total por ha  

Maffioli y Mullally 2014 Uruguay 
 - Producción de terneros (nacimiento de terneros)  
 - Ventas netas de terneros  

López y Maffioli 2008 Uruguay 
 - Índice de eficiencia reproductiva (IER) de las actividades de crianza  
 - Tasa de adopción de prácticas gerenciales  

Arráiz et al. 2015 Haití 

 - Número de Franciquel o árboles de mango, número total  
 - Ventas totales  
 - Ventas por árbol  
 - Adopción de prácticas mejoradas de comercialización y de post 
cosecha  

 
 La adopción de tecnología en agricultura se refiere a la adopción de bienes 

tecnológicos y servicios asociados, tales como, variedades mejoradas de cultivos, cambios 

en las prácticas agronómicas e infraestructura de irrigación. Estas tecnologías tienen el 

potencial de generar desarrollos agrícolas significativos que promueven la productividad, el 

crecimiento económico, la seguridad alimentaria y la sostenibilidad. Desafortunadamente, 

tal como se observó en la sección anterior, la adopción y buen uso de tecnologías agrícolas 

continúa siendo baja en los países en desarrollo como resultado de las fallas de mercado y 

de un conocimiento limitado de las necesidades y preferencias de los (potenciales) 

usuarios, especialmente entre los agricultores de pequeña escala de los países de renta 

baja y media (Nilsson, Madon y Sastry, 2014).  

 La literatura académica ha identificado una cantidad de potenciales fallas de 

mercado asociadas a la limitada adopción y uso eficiente de tecnologías agrícolas en 

muchos países. Por ejemplo, las asimetrías de información pueden afectar su adopción, si 

los individuos no comprenden por completo sus beneficios o cómo usarla de manera 

eficiente y apropiada (Hall y Maffioli, 2008). Las tecnologías agrícolas también pueden tener 

efectos de derrame (spillover) o externalidades positivas; y, sin embargo, su adopción se 
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mantiene a niveles más bajos de lo que sería económicamente deseable, tal como se 

observó en el caso del programa de prevención y erradicación de la mosca de la fruta en 

Perú. El efecto negativo de la inseguridad en la tenencia de tierras sobre las inversiones 

ligadas a la tierra, la infraestructura limitada, el mal funcionamiento de las cadenas de 

suministro, el acceso a insumos por debajo de lo óptimo, los productos y el mercado de 

crédito, son todos ejemplos de los factores que influencian negativamente el desarrollo y la 

adopción de tecnologías agrícolas. Finalmente, el riesgo y la incertidumbre, particularmente 

en países en los que la disponibilidad de ahorros y pólizas de seguro es escasa, son 

también limitaciones importantes para la adopción de tecnología en muchos países en 

desarrollo (Boudot, Butler y Dugal, 2013; Jack, 2013). 

 En Bolivia, el programa CRIAR, “Programa de Apoyos Directos para la Creación de 

Iniciativas Agroalimentarias Rurales”, implementado en el 2011, ofrece cofinanciamiento por 

hasta el 90 por ciento del costo de adoptar e implementar nuevas tecnologías agrícolas 

entre pequeños productores rurales con el objetivo de mejorar el ingreso agrícola y la 

seguridad alimentaria. En una evaluación de CRIAR, Salazar et al., (2015) encontraron 

impactos positivos y significativos sobre la productividad, el ingreso agrícola y la seguridad 

alimentaria de los beneficiarios del programa en comparación con los no beneficiarios28. En 

promedio, el valor anual de producción por hectárea de los beneficiarios incrementó en un 

92 por ciento29. Adicionalmente, al utilizar los precios promedio a nivel comunitario para 

reducir la interferencia de la volatilidad de precios, el valor promedio de producción por 

hectárea se vuelve más significativo e incrementa a aproximadamente 148 por ciento. Los 

resultados también muestran que la participación incrementó el ingreso agrícola neto de los 

hogares en un 36 por ciento y la probabilidad de tener seguridad alimentaria del 20 al 30 

por ciento, en promedio. En un análisis preliminar del programa, Aramburu et al., (2014) 

encontraron cambios significativos en el portafolio de cultivos de los beneficiarios que 

favorecían a cultivos tradicionales de mayor valor, incrementaban el uso de insumos y el 

gasto en insumos. También se determinó que los beneficiarios tienen mayor probabilidad 

de vender en los mercados, posiblemente a precios más competitivos.  

 En las provincias de San Juan y Mendoza en Argentina, se implementó el “Proyecto 

de Integración de Pequeños Productores a la Cadena Vitivinícola” (PROVIAR) para mejorar 

la eficiencia, productividad, estabilidad y rentabilidad de pequeños productores rurales de 

uvas, a través de la integración a las cadenas de valor del vino. El proyecto constaba de 

tres componentes: desarrollo de esquemas asociativos para promover la cooperación, 

apoyo para la implementación de planes integrados de negocios y fortalecimiento 

                                                 
28 Productividad medida como el valor registrado de producción por hectárea; ingreso agrícola medido como ingreso de los 
hogares e ingreso de los hogares per cápita; seguridad alimentaria medida con el índice de seguridad alimentaria de la FAO.  
29 “El valor de producción se calculó con los precios indicados por los agricultores. En los casos en los que no se reportaron 
ventas, en su lugar se utilizó el precio promedio a nivel de comunidad para un cultivo en particular”. 
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institucional. Rossi (2013) evaluó el efecto de proporcionar hasta el 50 por ciento del valor 

de las tecnologías que conforman el plan integrado de negocios propuesto30. Utilizando una 

estrategia de identificación DD, el autor encontró efectos promedio positivos y significativos 

de corto plazo de PROVIAR sobre la producción (7,8% de incremento) y productividad 

(7,9% de incremento) de los beneficiarios en comparación con los no beneficiarios31. Los 

resultados sugieren que los impactos se derivan principalmente del uso de mallas anti 

granizo. De manera similar, el “Programa de Servicios Agrícolas Provinciales” (PROSAP) 

ofertaba servicios privados de extensión agraria gratuitos y financiados con fondos públicos 

para incentivar la adopción de nuevas tecnologías y métodos de producción entre los 

productores de uvas de Mendoza. Utilizando un panel de 5 años con un modelo de efectos 

fijos, Maffioli et al., (2011) encontraron que el impacto general de PROSAP sobre los 

rendimientos de los beneficiarios era negativo y significativo32. Sin embargo, los autores 

demuestran que es probable que esto suceda así, debido a que la adopción de nuevas 

tecnologías, conocimientos y productos requiere de un “período de ajuste”. Ellos 

demostraron que PROSAP fue exitoso en promover la adopción de variedades de uva de 

mayor calidad y que los impactos negativos sobre el rendimiento desaparecen 

gradualmente luego del primer año. Adicionalmente, Cerdán-Infantes, Maffioli y Ubfal 

(2008) especifican cómo una explicación plausible de estos resultados se relaciona con la 

necesidad de balancear la flexibilidad del programa con su segmentación, de manera que el 

programa pueda proporcionar bienes y servicios de conformidad con las necesidades 

particulares de los beneficiarios. Por ejemplo, los participantes en los extremos inferiores de 

la escala experimentaron incrementos en los rendimientos de alrededor del 40 por ciento, 

mientras que aquellos en el extremo superior observaron un decrecimiento en los 

rendimientos y un incremento en la calidad de las uvas. Los autores sugieren que la falta de 

impactos positivos sobre los rendimientos es consistente con la adopción de nuevas 

variedades debido a que las variedades de mayor calidad tienden a tener una productividad 

por hectárea más baja en comparación con las variedades de menor calidad (Azpiazu y 

Basualdo, 2003). 

 Después del incremento en los precios mundiales de bienes alimentarios a finales 

del 2007 e inicios del 2008 (ver el Apéndice, Gráfico A.1), los subsidios a los insumos 

agrícolas, particularmente los esquemas de fertilización, empezaron a recobrar atención 

considerable alrededor de Asia, ASS y ALC (Demeke et al., 2014). En Guatemala, el 

                                                 
30 PROVIAR otorgó contribuciones en especie no retornables en forma de mallas anti granizo, madera, alambre, mejoras en la 
irrigación, viveros y/o maquinaría agrícola.   
31 Producción medida como el total de producción de todas las variedades de uvas en un año dado; la productividad (kg por 
hectárea) se aproxima a través de un proxy construido como el coeficiente del total de producción en un año dado sobre el 
área total de una granja vinícola, no precisamente el área cultivada.  
32 Rendimientos medidos como la producción por hectárea en toneladas. Maffioli et al. (2011) utilizan un panel con modelo de 
efectos fijos para estimar los impactos del programa y, por lo tanto, no se considera como una evaluación de impacto. 
Originalmente, el proyecto planificó una intervención subsidiada con fondos públicos, pero este copago nunca se materializó. 
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“Programa de Fertilizantes” (PROFER) se implementó en el 2000 con el objetivo de mejorar 

el rendimiento del maíz y frijol para incrementar la seguridad alimentaria entre los pequeños 

productores (en promedio 0,98 hectáreas de tierra cultivada) por medio de la provisión de 

fertilizante cofinanciado33. Utilizando datos transversales para realizar una evaluación de 

impacto preliminar del programa, IARNA y FAUSCA (2013) encontraron evidencia 

significativa de que la participación en PROFER redujo el rendimiento promedio de los 

cultivos de frijol en 1,54 quintales por hectárea, debido posiblemente a la ineficiente 

aplicación de las técnicas. Con respecto a los cultivos de maíz, a pesar de que el 

rendimiento promedio incrementó entre los beneficiarios del programa, el efecto no fue 

estadísticamente significativo. Además, el programa no tuvo impacto sobre la seguridad 

alimentaria, el ingreso de los hogares y el ingreso per cápita de los hogares.  

 Gonzáles et al., (2009) examinaron el efecto del “Programa de Apoyo a la Transición 

Competitiva Agroalimentaria” (PATCA) en República Dominicana. Para mejorar la eficiencia 

de los agricultores, ganaderos y productores de leche, PATCA proporcionó 

cofinanciamiento para la provisión privada de tecnologías agrícolas y servicios de 

extensión34. Utilizando una técnica de análisis de puntuación de propensión, los autores 

encontraron que las técnicas del PATCA relacionadas a nivelación de tierras y 

conservación de pastizales implementadas por los productores de arroz y criadores de 

ganado, respectivamente, tuvieron impactos positivos estadísticamente significativos sobre 

la producción35. La productividad por unidad de tierra (ha) cultivada se más que duplicó 

entre los productores de arroz, mientras que el peso promedio por cabeza de ganado 

incrementó en 17 por ciento en comparación con los no beneficiarios. Sin embargo, no se 

identificó un impacto sobre la calidad de la producción para el grupo general de 

agricultores, ganaderos y productores de leche, presumiblemente debido a limitaciones en 

el diseño del programa y a diferentes niveles de efectividad entre las diferentes variedades 

de productos.  

 Al ser la mayor inversión pública del sector agrícola rural del país a partir del 2004, 

el “Programa Ambiental de El Salvador” (PAES) se diseñó para incrementar el ingreso de 

los agricultores rurales mediante la promoción de la productividad del suelo, la adopción de 

tecnologías de conservación y diversificación de productos. Bravo-Ureta, Cocchi y Solís 

(2006) evaluaron los factores que contribuyeron a la adopción de tecnologías de 

                                                 
33 Los mecanismos de subsidio, beneficios y distribución de PROFER pasaron por algunos cambios durante los años. En 
algunos años, el fertilizante se distribuyó de manera directa; mientras que, en otros, se distribuyó con un cupón. Además, la 
cantidad de fertilizante y el monto subsidiado variaron con el tiempo, y en algunos años, los beneficios también incluían 
semillas y herramientas agrícolas.   
34 Las tecnologías (porcentaje del costo cubierto) incluían nivelación de tierra (85%); no explotación agrícola (arado mínimo – 
60%); introducción de nuevas especies de árboles (85%); modernización de técnicas de irrigación de agua (60%); y 
conservación de pastizales (67%). La elegibilidad del programa se basó en la posesión de títulos de propiedad legales; por lo 
tanto, solo los dueños legales, arrendatarios o medieros fueron seleccionados como beneficiarios.  
35 Productividad por unidad de tierra cultivada como proxy para los productores de arroz; Índice de Eficiencia Reproductiva 
(IER) definido como el coeficiente entre terneros (< 1 año) y vacas (> 1 año), así como peso promedio por cabeza de ganado 
como proxies de la productividad de los criadores de ganado.   
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conservación del suelo y de agroforestería. Los autores encontraron que la adopción de 

prácticas y estructuras para la conservación del suelo está positivamente correlacionada 

con la escolaridad, el ingreso no agrario, la diversificación de los cultivos, la asistencia 

técnica, los años con el PAES y la participación en organizaciones sociales, la frecuencia 

de las visitas de los programas de extensión y el acceso a los mercados locales. También 

se identificó que la adopción de tecnologías de conservación del suelo entre los 

beneficiarios del PAES tenía efectos positivos en la eficiencia técnica de las fincas (Solís, 

Bravo-Ureta & Quiroga, 2007) y en el ingreso anual de las mismas (Cocchi, 2004; Bravo-

Ureta et al., 2006; Cocchi & Bravo-Ureta, 2007).36  Bravo-Ureta, Cocchi y Solís (2006) 

también concluyeron que estos hallazgos apoyan la idea que el acceso a infraestructura y 

mercados estimuló la adopción y difusión de tecnologías.  

 De manera similar, el Proyecto de Manejo de Recursos Naturales en Cuencas 

Prioritarias (MARENA) de Honduras se enfocó en la mejora de la competitividad de los 

pequeños agricultores de laderas. El programa se implementó entre el 2004 y el 2009 y 

proporcionó cofinanciamiento para paquetes de tecnología y asistencia técnica para la 

diversificación de productos y la adopción de sistemas de producción para una agricultura 

sostenible37. Bravo-Ureta et al., (2011) encontraron efectos positivos y significativos sobre el 

valor total de la producción agrícola (VTPA) de los beneficiarios, con incrementos anuales 

en el rango de US$245 y US$296 con respecto a los no beneficiarios. Sin embargo, el 

estudio no identificó evidencia de derrame o transmisión. Adicionalmente, Bravo-Ureta, 

Greene y Solís (2012) estimaron un avance tecnológico en la producción estocástica para 

comparar la eficiencia técnica (ET) de los beneficiarios del programa con la del grupo de 

control. Los autores encontraron que, en promedio, la ET era más alta entre los 

beneficiarios de MARENA, oscilando entre 0,67 a 0,75 para los beneficiaros y entre 0,40 a 

0,65 para el grupo de control.  

 Motivada por el objetivo mutuo de promover el crecimiento económico y la reducción 

de la pobreza en América Central, la Corporación del Desafío del Milenio (MCC, por sus 

siglas en inglés) ha suscrito de manera independiente al menos un acuerdo o contrato de 

inversión plurianual con las Repúblicas de El Salvador, Honduras y Nicaragua. Cada 

acuerdo incluye un componente especialmente diseñado para estimular el ingreso de los 

pequeños agricultores a través de la mejora de sus capacidades productivas y competitivas 

por medio de la asistencia técnica y financiera. En El Salvador, Blair et al., (2012) evaluaron 

los efectos de los Servicios de Producción y Negocios (SPN), el cual es uno de los tres 

                                                 
36 Tanto Solís, Bravo-Ureta & Quiroga (2007) como Cocchi (2004) no son evaluaciones de impacto.  
37  La asistencia técnica de MARENA se enfocó en las siguientes actividades: agroforestería y conservación del suelo; 
protección, uso sostenible y desarrollo de bosques; producción de café ambientalmente sostenible; producción de ganado de 
doble propósito; pequeños sistemas de irrigación para producciones diversas y, producción de semillas.  
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componentes del proyecto supervisado y administrado por FOMILENIO38. Esta actividad 

brindó asistencia técnica y capacitación, donaciones en especie (tales como insumos 

agrícolas), terrenos demostrativos y sesiones de capacitación grupales, apoyo técnico y 

financiero para empresas creadas/apoyadas por el programa, e inversiones en proyectos 

agrícolas innovadores. Luego de un año de implementación, los autores no encontraron 

ninguna evidencia estadística de efectos sobre el empleo, el ingreso y consumo de los 

hogares, las tasas generales de adopción de tecnología, la diversificación de productos, las 

inversiones o costos de los insumos para los beneficiarios de los SPN de las cadenas de 

productos lácteos y horticultura. Los resultados muestran efectos positivos en el uso de 

tecnologías específicas en ambas cadenas. Sin embargo, el único impacto significativo 

atribuido a la actividad de SPN fue el ingreso productivo neto promedio de los beneficiarios 

de la cadena de valor de productos lácteos (una diferencia promedio positiva de USD 1,849 

en relación a los no beneficiarios) 39. En Honduras, NORC (2012) mostró que el programa 

de Capacitación a Agricultores y Asistencia para el Desarrollo (FTDA, por sus siglas en 

inglés) tuvo un impacto positivo en el ingreso neto de los beneficiarios que se involucraron 

en la producción de cultivos hortícolas de altor valor. En promedio, luego de cuatro años en 

el programa, el ingreso neto fue de 11.360 lempiras (USD 601) más para los beneficiarios 

en relación con los no beneficiarios40. Sin embargo, no hubo evidencia de efectos sobre el 

ingreso y gasto de los hogares o sobre la proporción de agricultores que cultivan plantas de 

horticultura.  

 En Nicaragua, el programa de Desarrollo de Negocios Rurales (DNR) se lanzó en 

León y Chinandega (Región II) en el 2005. El programa DNR proporcionó asistencia técnica 

(acceso a tecnologías y mercados), apoyo para mercadeo y asistencia financiera (provisión 

de materiales agrícolas y equipamiento). En base a un diseño de aplicación aleatorizada a 

grupos, Tjernström, Toledo y Carter (2013) encontraron incrementos significativos en el 

ingreso de las fincas (medido como el valor total de la producción) de alrededor del 15 por 

ciento (USD 1.200 sobre los niveles promedios de la línea de base) en comparación con los 

no participantes. Los efectos sobre la inversión de capital y consumo de los hogares fueron 

positivos, pero no estadísticamente significativos41. Sin embargo, utilizando un estimador de 

efectos fijos semi-paramétrico, los autores evaluaron cómo los impactos del programa 

                                                 
38 El primer acuerdo de cinco años (2007-2012) se firmó en noviembre de 2006 por un total de USD 461 millones. Un segundo 
acuerdo (FOMILENIO II) se firmó en septiembre de 2014 por un total de USD 277 millones. El primer acuerdo, así como el 
acuerdo firmado con Nicaragua y Honduras, se enfocó principalmente en el desarrollo de infraestructura. 
39 Los socios implementadores definieron al ingreso a nivel de productor, versus el nivel de los hogares, como un interesante 
resultado económico clave.  
40 El FTDA proporcionó asistencia técnica directa y capacitación continua, apoyo financiero (en la forma de equipamiento 
agrícola) y servicios de extensión para la promoción comercial y mercadeo de la horticultura de alto valor para facilitar la 
implementación de tecnologías. Tasa de cambio: USD 1 = 18,9 Lempiras.  
41 Inversión de capital como el valor de gastos agricolas tales como herramientas y equipos; consumo de los hogares como 
gastos en alimentación, salud, educación, valor anual de uso de bienes domésticos durables y otros gastos no agrícolas. 
Valores del dólar medidos en dólares de 2005 ajustados a la PPA.  
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crecen sustancialmente con el transcurso del tiempo, particularmente en el caso de 

inversiones en capital.  

 El Programa Ganadero Uruguayo (ULP, por sus siglas en inglés) se creó para 

fortalecer la competitividad de la cadena de valor del sector ganadero. El programa brindó 

subsidios a los pequeños y medianos productores para cubrir hasta el 50 por ciento del 

costo de los servicios de extensión para la implementación de prácticas innovadoras para el 

manejo de fincas y planes de negocios. Maffioli y Mullally (2014) encontraron que en 2009 y 

2010, el subsidio del programa condujo a un incremento significativo y positivo en la 

producción y ventas netas de los criadores de ganado participantes. López y Maffioli (2008) 

evaluaron un piloto del programa utilizando un DD con un enfoque PSM y encontraron que 

la participación en el programa era efectiva para promover la adopción de prácticas de 

manejo, pero no se encontró evidencia en términos de productividad o especialización.  

 En respuesta a la agudizada presión regional e internacional sobre el sector agrícola 

uruguayo a finales de los 90, el “Programa de Reconversión y Fomento de la Granja” 

(PREDEG), un programa privado de servicios de extensión parcialmente financiado con 

fondos públicos, se implementó para dinamizar la productividad agrícola a través de la 

adopción de tecnología, particularmente entre los pequeños y medianos productores42 . 

Maffioli et al., (2013) ampliaron el trabajo realizado por Cerdan-Infantes, Maffioli y Ubfal 

(2009) y examinaron los efectos del PREDEG sobre la adopción de tecnologías y 

rendimientos de los hortelanos (manzanas y duraznos). El autor encontró evidencia de que 

el programa tenía impactos positivos significativos sobre la densidad de la plantación de los 

productores de manzanas dos años después de la implementación, y aproximadamente 

tres años después en el caso de productores de duraznos. También existe evidencia de 

que el programa tuvo efectos positivos sobre la adopción de variedades certificadas. Sin 

embargo, no se encontraron indicios de impacto sobre la productividad (medida como la 

producción total por hectárea)43. 

 Otra intervención relacionada a la adopción de variedades de cultivos se implementó 

en Haití en el 2010. El proyecto promovió la creación de grupos de negocios de productores 

(GNP) entre pequeños productores de mango. El objetivo del proyecto fue incrementar el 

ingreso de los productores de mango a través de una mayor producción y del desarrollo de 

una cadena de valor orientada a la exportación. El proyecto brindó a los miembros de los 

GNP servicios de extensión relacionados a las mejores prácticas para la producción (es 

decir, cosecha y post cosecha, poda y cuidado del árbol, rutina de atención y servicios de 

                                                 
42  El PREDEG se enfocaba a estimular la productividad, incrementar el ingreso neto de los productores y operadores, 
implementar medidas MFS, identificar proyectos comercialmente viables y asegurar el acceso a mercados internacionales. El 
programa se dividió en cuatro componentes: (1) desarrollo tecnológico, (2) control de calidad, (3) desarrollo de mercadeo y (4) 
fortalecimiento institucional.  
43 Adopción de variedades certificadas definida como el porcentaje de producción proveniente de variedades certificadas 
(mejoradas) y densidad de la plantación definida como el número de árboles por hectárea. Productividad de los rendimientos 
medida como la producción total por hectárea.  
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extensión relacionados al terreno), comercialización, capacitación básica de negocios y 

promoción de la adopción de la variedad de mango Francique. Utilizando datos de un panel 

levantado a través de una encuesta de línea de base del 2012 y de una encuesta de 

seguimiento del 2013, Arráiz et al (2015) implementaron una combinación de diseños de 

emparejamiento y DD para evaluar el impacto a corto plazo sobre el ingreso. Los resultados 

muestran que la adopción de la variedad de mango Francique tiene un efecto positivo 

significativo (12,3 árboles). Los beneficiarios vendieron una proporción significativamente 

mayor de su producción de mangos a través de los GNP; sin embargo, no se encontró 

diferencia estadística entre ambos grupos en lo relacionado a la producción total o ventas.  

 Tal como se puede observar en esta revisión general de las evaluaciones a la 

adopción de programas tecnológicos en la región, la evidencia del impacto sobre la 

productividad es mixta. Por ejemplo, algunos estudios encuentran efectos positivos y 

significativos sobre la productividad agrícola (Gonzáles et al., 2009; Rossi, 2013; Salazar et 

al., 2015; Arráiz et al., 2015), mientras que otros encuentran efectos mixtos o inexistentes 

(Blair et al., 2012; López y Maffioli, 2008; Del Carpio et al., 2011); Maffioli et al., 2011; 

Maffioli et al., 2013; Maffioli y Mullally, 2014). Sin embargo, en el caso de la adopción de 

tecnología, varios autores destacaron que es necesario que los agricultores se ajusten a la 

nueva tecnología antes de que ésta se pueda aplicar de manera eficiente, lo cual se 

traduciría en una producción más eficiente (de Janvry, 2010; Maffioli et al., 2011; Züger, 

2004).  

 

Acceso a Información 

 

Con la integración de los mercados alimentarios, la globalización ha generado nuevas 

oportunidades, así como también serios desafíos para el sector agrícola. Por ejemplo, por 

una parte, las cadenas de suministro globales han creado un acceso mejorado a los 

mercados y nuevas oportunidades de demanda para los productores; por otra parte, los 

pequeños agricultores carecen del capital y de la capacidad organizacional para cumplir 

con los requerimientos de volumen y calidad (Banco Mundial, 2007. Cap. 5). Asimismo, con 

frecuencia los pequeños agricultores de países en desarrollo se caracterizan por asimetrías 

de información y altos costos de las transacciones. Sin embargo, las tecnologías de la 

información y comunicación (TIC) han desatado una increíble variedad de potenciales 

soluciones costo efectivas para mejorar la productividad y sostenibilidad de los pequeños 

agricultores, proporcionando oportunidades únicas para incluirlos en las cadenas de 

suministro (McNamara et al., 2011).  
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Autor(es) 
Año de 

Publicación 
País Indicador(es) de impacto relacionados a la agricultura 

Beuermann 2013 Perú 

 - Valor por kg. vendido  
 - Producción anual (kg) 
 - Costos anuales de insumos: semillas, fertilizantes, pesticidas, 
transporte, salarios  
 - Rentabilidad: costos/(valores) de producción  
 - Trabajo infantil: trabajo agrícola,  
 - Trabajo de adultos: trabajo familiar y contratado  
 

Camacho y Conover 2011 Colombia 

 - Conocimiento de precios (locales, municipales, nacionales) 
 - SMS como fuente substituta de información de ventas  
 - Diferencia de precios reportada por los agricultores en comparación 
con las cifras oficiales del mercado  
 - Dispersión de los precios  
 - Pérdida de cultivos  

Nakasone 2014 Perú 

 - Precios agrícolas (US$) 
 - Influencia en los precios agrícolas (efecto derrame o spillover) (US$) 
 - Efecto de la información de mercado sobre la selección del cultivo a 
comercializar  
 - Efecto de la información de mercado en el volumen de ventas 
(decisiones)  

 

 El impacto de la infraestructura de telecomunicaciones en el crecimiento económico 

de los países desarrollados y en desarrollo ha sido bastante positivo (Röller y Waverman, 

2001; Waverman, Meschi y Fuss, 2005; Sridhar y Sridhar, 2008). De manera similar, los 

agricultores pueden utilizar las TIC a nivel local y, los gobiernos las pueden integrar a los 

programas nacionales para incrementar la productividad agrícola (Pehu et al., 2011). La 

evidencia muestra que las TIC tienen efectos significativos sobre la productividad agrícola, 

por ejemplo, la adopción de insumos industriales modernos para la producción (Lio y Liu, 

2006). Por lo tanto, las TIC juegan un rol que influencia el desarrollo y crecimiento del 

sector agrícola. Las mejoras clave se derivan de factores tales como, mejor información 

acerca de los servicios financieros, provisión de datos relacionados a la agricultura, 

pronósticos del tiempo y un mayor acceso a información relacionada a los mercados.  

 En un reciente análisis de los efectos de las TIC sobre el sector agrícola de los 

países en desarrollo, Nakasone, Torero y Minten (2014) encontraron que a pesar de que 

existe una amplia disponibilidad de teléfonos móviles, los cuales parecen mejorar el 

desempeño del mercado en los contextos rurales, la evidencia en relación a impactos sobre 

los precios agrícolas u otros resultados relacionados al tema, son ambiguas. Conforme se 

esperaba, los efectos son mayores en áreas con altos niveles iniciales de información 

asimétrica (por ejemplo, menor penetración de telefonía móvil). Sin embargo, la calidad de 

la información se vuelve cada vez más importante conforme aumenta la penetración de 

telefonía móvil. Los resultados sugieren que únicamente los bienes de alto valor reciben un 

impacto significativo cuando los agricultores reciben información específica de precios, 

conforme a variedad agrícola. En ALC, hay escasez de evidencia rigurosa acerca del uso 

de servicios de extensión agrícola por medio de teléfonos celulares y, en general, existe un 

rezago en la penetración de las TIC en las áreas rurales (Goyal y Gonzáles-Velosa, 2013).  
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 Después de la privatización de las empresas de telecomunicaciones nacionales 

ocurrida a inicio de los 90 en el Perú, se remataron a lo largo del país, concesiones de 20 

años a operadores privados. Dichos operadores solicitaron al Fondo de Inversión en 

Telecomunicaciones (FITEL) del Perú los subsidios más bajos. El FITEL se creó como parte 

de un contrato de privatización para instalar y operar por lo menos una cabina telefónica 

pública en comunidades rurales seleccionadas que no tenían acceso a ningún servicio 

telefónico (fijo o móvil), debido a inviabilidad técnica o económica. Al combinar diferencias 

aleatorias en los tiempos de instalación del servicio telefónico en comunidades tomadas 

como muestra, y a través de encuestas a los hogares, Beuermann (2013) encontró un 

incremento significativo en la rentabilidad agrícola del 19,7 por ciento, una caída 

significativa en los costos de insumos agrícolas del 23,7 por ciento y, un efecto negativo 

sobre la probabilidad de utilizar trabajo infantil. Estos resultados son sólidos frente a la 

inclusión de variables de control, así como también frente a las diferentes tendencias de las 

regiones geográficas. Sin embargo, las cabinas telefónicas no tuvieron efecto sobre la 

cantidad de producción agrícola. Chong, Galdo y Torero (2009) analizaron la misma política 

en la región sur del Perú, la cual está dentro de las regiones más pobres del país, y 

encontraron incrementos significativos en el ingreso agrícola per cápita del 17 al 21 por 

ciento.  

 En Colombia, Camacho y Conover (2011) investigaron las consecuencias sobre el 

bienestar de brindar información acerca de precios, clima y temas administrativos de 

manera aleatoria a través de mensajería de texto (SMS) a los pequeños agricultores rurales 

que contaban con teléfonos celulares. Los resultados muestran que los beneficiarios del 

programa están más conscientes de las prácticas competitivas actuales de fijación de 

precios de sus productos. Este impacto se refleja en la menor dispersión de precios, 

estadísticamente significativa, entre los beneficiarios en comparación con los no 

beneficiarios. También existió menos probabilidad de pérdida de cultivos entre los 

beneficiarios del programa. Sin embargo, un mejor conocimiento de las condiciones del 

mercado no se tradujo en mejores precios de venta, ingresos agrícolas o gastos de los 

hogares, lo cual probablemente se debe al corto tiempo de la intervención. Una intervención 

similar se implementó en Honduras. Se brindó información periódica, vía SMS, acerca de 

los mercados a los cultivadores de hortalizas que poseían un teléfono celular. Burgos, 

Rodríguez y Espinoza (2011) examinaron el impacto de la intervención y encontraron 

efectos positivos y significativos sobre los retornos económicos de estos cultivadores. En 

comparación con los no beneficiarios, los beneficiarios que recibieron información de 

precios pudieron negociar mejores precios para sus hortalizas.  

 Más recientemente, Nakasone (2014) explora el efecto de proporcionar información 

detallada de los precios de mercado, vía SMS, sobre los resultados de mercadeo de 
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pequeños dueños de tierras del Valle de Montero en la sierra central del Perú. Utilizando 

una estrategia aleatoria a nivel de comunidad, se entregaron teléfonos celulares básicos a 

los agricultores durante el tiempo de cosecha. Los aparatos estaban restringidos para 

recibir SMS y llamadas únicamente del equipo de intervención. Los mensajes 

proporcionaban información relevante acerca de los mercados regionales, incluyendo los 

productos, calidad y precios estimados. Los resultados muestran que los precios de venta 

de los hogares que recibían información de precios incrementó entre 13 y 14 por ciento en 

comparación con los no beneficiarios, lo cual se relaciona principalmente al incremento en 

los precios de cultivos perecibles más que cultivos no perecibles. Adicionalmente, la 

información de precios incrementó significativamente la probabilidad de involucrarse en 

transacciones comerciales; sin embargo, solo se encontraron efectos positivos 

insignificantes sobre el margen intensivo y ninguna evidencia de efectos de derrame 

(spillover). En otras palabras, los resultados indican que la información de precios tuvo 

efectos significativos sobre el poder de negociación de los productores frente a los 

comerciantes y no sobre el volumen de ventas en los mercados. El autor sugiere que se 

continúe investigando el impacto de la diseminación de información de precios y su 

implementación, puesto que parecería que ésta tiene efectos muy diferentes conforme al 

contexto.  

 La principal lección que se deriva de estas evaluaciones de impacto que observan 

los efectos de acceder a información agrícola en la región, especialmente información 

relacionada al mercado, es que el reducir las disparidades y brechas de información, 

parece tener impactos positivos y significativos sobre la habilidad y capacidad de los 

agricultores para negociar mejores precios o términos de venta más atractivos. Pese a que 

esta evidencia sugiere que es probable que la reducción en los costos de búsqueda sea un 

mecanismo a través del cual las TIC tengan efectos sobre la rentabilidad agrícola y, 

consecuentemente, sobre la productividad, la evidencia todavía es escasa. Por ejemplo, 

muchas economías agrícolas de ALC pueden tener dificultades para beneficiarse de las TIC 

o para adoptarlas de manera eficiente debido a una limitada estructura, a los niveles 

educativos, a una inversión inadecuada en servicios complementarios o por una limitada 

integración de los agricultores dentro de las redes y cadenas de valor (Goyal y González- 

Velosa, 2013; Rodrigues y Rodríguez, 2013). Más aún, en términos de evaluar los impactos 

de las TIC en el desarrollo agrícola, Nakasone, Torero y Minten (2014) identificaron dos 

desafíos principales: (1) las TIC generan una amplia variedad de beneficios económicos a 

nivel micro y macro; y (2) las TIC comprenden tipos variados de tecnologías, por lo tanto, 

los impactos dependerán en gran parte del contexto y uso de tecnologías específicas.  
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Pagos Directos  

 

Autor(es) 
Año de 

Publicación 
País Indicador(es) de impacto relacionados a la agricultura 

Salazar, Winters y 
Maffioli 

2010 México 

 - Valor de rendimientos por hectárea  
 - Margen bruto promedio  
 - Valor de los insumos por hectárea, semillas, fertilizantes, fungicidas, 
trabajo  
 - Acceso a tecnología (tractor, maquinaria agrícola, irrigación)  

Gertler, Martinez y 
Rubio-Codina 

2012 México 

- Ingreso agrícola total  
- Propiedad de animales/venta  
- Consumo de los hogares  
- Acceso a crédito  

DNP-SINERGIA-
SISDEVAL 

2011 Colombia 

 - Costos de producción por hectárea (mensual)  
 - Ingreso agrícola neto por hectárea (mensual) 
 - Ingreso agrícola total  
 - Inversión en producción agrícola  
 - Uso de asistencia técnica, maquinaria agrícola, semillas mejoradas, 
crédito  

 

 El desarrollo agrícola también está influenciado por los subsidios de los gobiernos a 

los agricultores y agronegocios. Los subsidios toman diversas formas, pero una 

característica común es la transferencia económica, usualmente en forma de pagos 

directos (Lingard, 2002). En América Latina, por ejemplo, varios países implementaron 

esquemas de pagos directos para mitigar los efectos adversos esperados de la 

liberalización del comercio sobre los pequeños agricultores rurales. El objetivo de estos 

subsidios era incrementar el ingreso de los pequeños agricultores rurales, quienes no iban 

a poder competir en los mercados globales con los bajos precios de las importaciones de 

países relativamente productivos, con sectores agrícolas con una infraestructura adecuada, 

mercados crediticios sólidos, servicios de extensión, producción subsidiada e inversiones 

adecuadas en I&D (Pérez, Schlesinger y Wise, 2008).  

 Por ejemplo, el presupuesto que el gobierno federal de México asigna al sector rural 

se ha incrementado desde los 90 (OECD, 2007). La transferencia de pagos directos 

desvinculada a la producción, “Programa de Apoyo Directo al Campo” (PROCAMPO), ahora 

PROAGRO Productivo44, se implementó en 1994 como el principal instrumento de política 

del sector agrícola rural para compensar a los productores de bienes básicos tradicionales, 

luego de la introducción del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN). En 

este contexto particular, la evidencia empírica sugiere que los pagos desvinculados podrían 

influenciar las decisiones de producción45. No obstante, solo se ha realizado un limitado 

número de evaluaciones al impacto de PROCAMPO, y por lo general, éstas han medido el 

bienestar económico y no los resultados asociados con la productividad agrícola. Conforme 

lo destacan Salazar, Winters y Maffioli (2010), no es factible realizar una evaluación de los 

                                                 
44 Desde enero de 2014, PROCAMPO se transformó en PROAGRO Productivo, equivalente a PROCAMPO más un nuevo 
componente de incentivos que “pretende promocionar la producción agrícola y promover una implementación más productiva, 
competitiva y justa para el campo” (SAGARPA, 2014).  

45 Ver Goodwin y Mishra (2006); Bhaskar y Beghin (2008). 
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efectos generales del programa, dado que éste se implementó hace más de dos décadas. 

Por lo tanto, solo se pueden analizar períodos particulares de “impacto agregado”. Los 

autores encontraron que, en el 2002, PROCAMPO tuvo impactos heterogéneos sobre la 

productividad agrícola, en la que los beneficiarios del programa tuvieron un mayor acceso al 

uso de tecnología agrícola y una mayor capacidad para realizar más gastos en insumos de 

producción variables. Sin embargo, al analizar los efectos a nivel desagregado por tamaño 

de finca, los autores encuentran que los resultados anteriores son particularmente ciertos 

en el caso de pequeños agricultores (< 5 hectáreas), pero no en el caso de grandes 

agricultores (> 5 hectáreas). Tampoco hubo evidencia de que las inversiones productivas 

de largo plazo tengan un efecto multiplicador significativo. Podría ser del caso que las 

inversiones de largo plazo se realizaron fuera del período analizado en el estudio y, por lo 

tanto, no se capturaron dentro de los resultados del 2002. Por ejemplo, Sadoulet, de Janvry 

y Davis (2001) muestran que el efecto multiplicador del sector ejido46 durante el período 

1994-1997 oscila entre 1,5 y 2,6. Los resultados fueron heterogéneos en los hogares, en 

los que se observaron multiplicadores más altos entre los beneficiarios con fincas medianas 

y grandes. También encontraron que PROCAMPO aumenta principalmente el uso de 

insumos, pero no existe evidencia de cambios tecnológicos o de la introducción de nuevas 

actividades que influencien de manera significativa la productividad agrícola.  

 El aclamado programa Oportunidades (anteriormente llamado Progresa) es otro 

gran esquema de transferencias directas introducido por el Gobierno mexicano en los 9047. 

En base a la experiencia de Bolsa Escola, el esquema pionero de transferencias 

monetarias condicionadas (TMC) implementado en ALC por el Gobierno de Brasil en 1995, 

Oportunidades proporcionó transferencias monetarias durante un período de tres años a 

mujeres jefas de hogar o a las esposas de los jefes de familia. Las transferencias estaban 

condicionadas a la asistencia a clases de los niños (entre 60 y 225 pesos mensuales por 

niño menor de 18 años, dependiendo del nivel escolar y género) y/o a la obtención de salud 

preventiva para los miembros de la familia y asistencia a sesiones o pláticas nutricionales 

(transferencia fijada en 90 pesos mensuales por familia). El programa se introdujo en el 

sector rural, y posteriormente, se expandió hacia zonas urbanas. En base a un diseño 

aleatorio experimental, Gertler, Martínez y Rubio-Codina (2012) evaluaron el impacto del 

programa rural Oportunidades sobre el comportamiento de inversión y consumo de los 

beneficiarios del mismo. Los autores analizaron particularmente el efecto del programa 

                                                 
46 Los Ejidos son tierras comunales asignadas por el gobierno mexicano a las comunidades campesinas, en las que se 
práctica la agricultura itinerante. El sistema de ejido es una de las formas legales de tenencia de tierra en México. Fue abolido 
por el régimen español y reinstaurado luego de la Revolución Mexicana liderada por campesinos (1910-1920). Ver Muñoz-
Piña, de Janvry y Sadolute (2003).  

47 Inicialmente llamado Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa), el programa fue lanzado en 1997 (en el 
sector rural), se renombró Oportunidades a mediados del 2002 (expandiendo el programa a áreas urbanas), y lo reemplazó 
Prospera en 2014 (Lárraga, 2016). Se lo considera como uno de los programas de TMC más grande y largo del mundo. 
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sobre la predisposición marginal a invertir en activos productivos y actividades de 

emprendimiento y, por último, sobre el ingreso agrícola. En promedio, los hogares 

beneficiados consumían el 74 por ciento de cada peso transferido e invertían el resto. 

Como resultado, los autores encontraron evidencia significativa de un incremento en el 

ingreso agrícola (9,6 por ciento luego de 1,5 años de exposición al programa) y del 

consumo a largo plazo (41,9 pesos per cápita mensuales luego de 5,5 años) entre los 

beneficiarios del programa, en comparación con el grupo de control. Finalmente, los autores 

concluyen que, si los beneficiarios abandonan el programa, tienen menos posibilidades de 

regresar a los niveles de pobreza previos al mismo.  

  En Colombia, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) implementó en 

el 2008 el “Programa Agro Ingreso Seguro” (AIS), el cual es un programa a nivel nacional 

para desarrollar el sector agrícola a través de incentivos financieros directos y componentes 

que apoyan la competitividad48. DNP-SINERGIA-SISDEVAL (2011), evaluaron el impacto 

del ASI en base a un set de variables que incluyen competitividad, productividad, adopción 

de tecnologías, ingreso agrícola e inversiones agrícolas de agricultores familiares y 

agronegocios49. En cuanto a la productividad de los hogares, medida como el ingreso neto 

promedio mensual por hectárea, ésta fue significativamente menor para los beneficiarios de 

los proyectos de irrigación dentro del AIS, en comparación con los hogares de control con 

proyectos de irrigación fuera del AIS. De manera similar, en comparación con los 

agricultores familiares que recibieron crédito por fuera del programa, el crédito otorgado por 

el AIS solo tuvo efectos positivos sobre la productividad de grandes agricultores familiares. 

Al examinar la productividad de los beneficiarios de créditos del AIS, en relación a los no 

beneficiarios que no han recibido ningún crédito, los autores encontraron efectos positivos 

significativos sobre la productividad total de los hogares y hogares que producen cultivos 

permanentes.  

 Las evaluaciones rigurosas relacionadas a la efectividad de los esquemas 

desvinculados de pagos directos son escasas. A pesar de que el principal objetivo de 

ambos programas, PROCAMPO y AIS, era compensar a los productores por las pérdidas 

de ingreso ocasionadas por la liberalización del comercio agrícola, la evidencia empírica 

sugiere que existen algunos efectos positivos sobre el uso de insumos agrícolas y 

tecnologías, pero no hay evidencia clara de la efectividad de estos programas para 

estimular la productividad agrícola a largo plazo. En el caso de Oportunidades, Gertler, 

Martínez y Rubio-Codina (2012) muestran cómo el esquema de TMC tuvo impactos 

significativos en el ingreso agrícola y en el consumo a largo plazo.  

                                                 
48  Líneas especiales de crédito con tasas de interés preferenciales; y apoyo financiero para inversiones en proyectos 
agrícolas, asistencia técnica y proyectos de irrigación y/o drenaje.  
49 Competitividad medida como costos mensuales por hectárea; productividad como ingreso neto mensual por hectárea; 
ingreso de la finca como ingreso mensual por hectárea; inversiones como inversión mensual por hectárea; y servicios 
complementarios como el cambio porcentual en el uso de dichos servicios (es decir, asistencia técnica).  
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Infraestructura Rural  

 

Autor(es) 
Año de 

Publicación 
País Indicador(es) de impacto relacionados a la agricultura 

Alcázar, Nakasone y 
Torero 

2007 Perú 

 - Gastos de los hogares y fuentes de electricidad, precio por KW, fallas 
mensuales  
 - Horas de trabajo de los hogares & asignación de tiempo para 
actividades agrícolas/no agrícolas  
 - Gastos per cápita, % de ingreso no agrícola, horas de ocio  

Arráiz y Calero 2015 Perú 

 - Gastos en energía (velas, baterías, carbón, combustible, leña)  
 - Uso del tiempo para actividades productivas y de ocio  
 - Ingreso mensual per cápita  
 - Tasa de matriculación escolar, salud familiar y fertilidad  

Escobal y Ponce 2008 Perú 
 - Ingreso per cápita y consumo de los hogares  
 - Auto empleo agrícola (no agrícola), salarios  
 - Ganado de los hogares  

Del Carpio et al. 2011 Perú 
 - Gastos e ingreso de los hogares (registros)  
 - Salario de los hogares/auto empleo (registros)  
 - Producción agrícola total y ventas (registros)  

Macroconsulta 2014 Perú 
 - Tiempo a: la chakra (terreno) lugar de venta de los productos agrícolas  
 - Producción agrícola: área, ventas  
 - Gastos per cápita  

Danida 2010 Nicaragua 

 - Tiempo de desplazamiento  
 - Empleo en diversificación de producción agrícola para venta en el 
mercado  
 - Tamaño de fincas para uso agrícola, valor de la tierra  
 - Acceso a la red eléctrica, afluencia de proyectos de desarrollo  

Rand 2011 Nicaragua 
 - Horas de trabajo por semana  
 - Tiempo de desplazamiento y acceso a los mercados  

 
 La importancia de la infraestructura rural (por ejemplo, transporte, energía, agua y 

saneamiento, irrigación y TIC) para el crecimiento agrícola, la reducción de la pobreza, la 

seguridad alimentaria y el desarrollo sostenible ha sido ampliamente documentada en la 

literatura (Lipton y Ravallion, 1995; Pinstrup-Andersen y Shimokawa, 2006; BID, 2013; 

Jouanjean, 2013; Anderson y Strutt, 2014; Torero, 2014; Villar y Ramírez, 2014; Lozano y 

Restrepo, 2015, para nombrar unos cuantos). Como resultado, la infraestructura se ha 

convertido en una de las principales prioridades de la agenda política de los países de ALC 

(Calderón y Servén, 2010). Los estimados sugieren que la inversión de la región en 

infraestructura necesitaría aumentar en por lo menos otro 2 por ciento del PIB, durante un 

período extendido de tiempo, para cumplir con la demanda de infraestructura adecuada, 

equitativa, sostenible y compatible con el clima (Serebrisky, 2014). En esta sección, 

resumiremos la evidencia empírica de las evaluaciones de impacto de los proyectos de 

infraestructura implementados en el sector de energía y transporte de ALC (es decir, 

electrificación rural y carreteras rurales).  

 A inicios de los 90, la economía peruana inició un proceso de transformación 

estructural que incluyó la privatización de empresas estatales. Para el sector eléctrico, la 

privatización fue parte de una reforma más amplia que incluía la separación de la 

generación, transmisión y distribución de energía. Sin embargo, la privatización de este 
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sector tomó años antes de concretarse. En otras palabras, durante algunos años, el sector 

privado proporcionó servicios eléctricos a algunas partes del país, mientras que en lugares 

en los que aún no existía la privatización, estos servicios eran proporcionados por las 

empresas estatales. Alcázar, Nakasone y Torero (2007) aprovecharon este escenario 

(privatización incompleta) para comparar las diferencias entre empresas privadas y 

estatales en cuanto a acceso, calidad del servicio y otros resultados de la provisión de 

electricidad en el sector rural. Los autores encontraron mejoras significativas en la calidad y 

provisión del servicio de energía eléctrica brindado por empresas del sector privado, en 

comparación con las empresas estatales. Además, las mejoras en el servicio eléctrico 

tuvieron efectos significativos sobre el trabajo de los hogares rurales. En particular, los 

beneficiarios del servicio privado asignaron más de su tiempo de trabajo a actividades no 

agrícolas (10 por ciento). Los autores creen que estos efectos son indicadores tanto de un 

efecto de sustitución (es decir, reducción de horas dedicadas a actividades agrícolas en 

beneficio de actividades no agrícolas), cuanto de un potencial efecto en los precios (es 

decir, los hogares recibirían salarios más elevados y, por lo tanto, requerirían trabajar 

menos horas en total).  

 Para seguir desarrollando el análisis del impacto del acceso a electricidad en las 

comunidades rurales, observamos el estudio de caso de un programa eléctrico más 

pequeño implementado en el Departamento de Cajamarca, Perú, en el 2009. El programa 

Luz en Casa proporcionó servicios eléctricos básicos generados por sistemas domésticos 

de energía solar (SHS, por sus siglas en inglés) a comunidades aisladas y dispersas. Los 

beneficiarios pagaban una tarifa mensual de $3,50 para cubrir el alquiler, mantenimiento y 

amortización del equipo 50 . Arraiz y Calero (2015) evaluaron el impacto del programa 

utilizando una metodología PSM, donde la hipótesis de contraste se compone de los futuros 

beneficiarios del programa para controlar la auto selección. Los autores encontraron 

evidencia de la disminución en pagos de fuentes tradicionales de energía entre los 

beneficiarios del programa (es decir, velas y baterías) en comparación con el grupo de 

control. En promedio, los hogares beneficiarios pasaron más tiempo despiertos, los niños 

pasaron más tiempo haciendo sus tareas escolares, las tasas de matriculación en la 

educación secundaria incrementaron, las mujeres pasaron más tiempo cuidando de sus 

hijos, cocinando, lavando la ropa y tejiendo y menos tiempo en actividades productivas 

fuera de sus hogares. Sin embargo, no hubo diferencias significativas entre los grupos de 

tratamiento y control en lo relacionado a ingresos o pobreza.  

 

                                                 
50 Los SHS tenían el potencial de generar energía para tres focos de baja energía durante por lo menos cuatros horas al día, 
electrodomésticos de bajo consumo de energía tales como TV, radio y teléfono celular. La tarifa mensual ($3,5) fue menor a 
los costos mensuales promedio de energía en los que incurrían los hogares sin el programa.  
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 En un estudio más reciente, Barrón y Torero (2014) evalúan el impacto a corto plazo 

de un programa de extensión de redes e intensificación sobre el uso del tiempo en el norte 

de El Salvador. El programa se desarrolló en tres fases, lo cual permitió a los autores 

implementar una evaluación experimental del programa. El programa subsidió el costo de 

instalación, mientras que los hogares tenían la responsabilidad de cubrir los costos del 

alambrado interno y de la tasa de conexión (aproximadamente USD$100). Para evaluar el 

impacto del programa, los autores tomaron una muestra aleatoria de 500 hogares rurales 

ubicados en áreas cubiertas por la primera fase del programa. Se asignaron bonos de 

descuento que cubrían una parte del costo de la tasa de conexión de manera aleatoria (200 

hogares seleccionados aleatoriamente recibieron bonos de “descuento bajo” que cubrían el 

20 por ciento de la tasa, otros 200 hogares seleccionados aleatoriamente recibieron bonos 

de “descuento alto” que cubrían el 50 por ciento de la tasa, y los 100 hogares restantes 

fueron el grupo de control) 51. En términos de los logros educativos de los niños en edad 

escolar, en promedio, las probabilidades de estudiar en casa y realizar actividades 

relacionadas a la escuela, incrementaron significativamente para el grupo de tratamiento 

(54 y 84 puntos porcentuales, respectivamente) en comparación con el grupo de control. En 

relación a los logros laborales de las mujeres adultas, la electrificación llevó a un 

incremento en su participación en el trabajo no agrícola y en la probabilidad de operar un 

negocio desde el hogar (46 y 25 puntos porcentuales, respectivamente). Adicionalmente, 

los autores encontraron mejoras significativas en la contaminación del aire al interior de las 

viviendas, lo cual redujo la incidencia de infecciones respiratorias agudas en niños menores 

de 6 años (65 por ciento), y resultó en una menor exposición a contaminantes de los 

miembros de la familia, especialmente hombres adultos (59 por ciento) (Barón y Torero, 

2015).  

 Otra evaluación de un proyecto de desarrollo de infraestructura fue realizada por Del 

Carpio et al., (2011). Los autores evaluaron los efectos de la primera fase del Proyecto 

Subsectorial de Irrigaciones del Perú (PSI), un gran proyecto de rehabilitación de la 

irrigación implementado a lo largo de la costa peruana desde finales de los 90 hasta el 

2005. El objetivo principal del PSI era incrementar la producción y productividad agrícola 

por medio de la mejora de la eficiencia y sostenibilidad de los sistemas públicos de 

irrigación existentes 52 . Utilizando encuestas a los hogares y sistemas de información 

geográficos, los autores realizaron una estimación DD y encontraron que el PSI tenía 

diferentes impactos en los pequeños y grandes beneficiarios. En particular, los gastos de 

los hogares incrementaron significativamente para los “pequeños” beneficiarios del proyecto 

                                                 
51 Los bonos eran no-transferibles y válidos por hasta 9 meses. Adicionalmente, los hogares beneficiarios tenían que cubrir el 
costo total de la tasa de conexión y luego aplicar para la devolución equivalente a los beneficios del bono.   
52 El PSI rehabilitó, reconstruyó o mejoró los sistemas de infraestructura de irrigación (por ejemplo, más de 300 km de canales, 
mejora en las captaciones de agua, inversiones en la infraestructura colectiva de irrigación) de varios distritos.  
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de irrigación (17%). Sin embargo, la evidencia muestra que el aumento en los gastos de los 

hogares no fue resultado de una mayor producción o productividad agrícola, sino de 

mejores oportunidades de empleo con agricultores más grandes. La producción y ventas 

agrícolas disminuyeron significativamente entre los beneficiarios clasificados como 

“pobres”, según la clasificación oficial de pobreza a nivel nacional, del 62% al 47%, 

respectivamente. En contraste, el top 25 por ciento de hogares de tratamiento 

experimentaron incrementos significativos en la producción agrícola (72%) y en las ventas 

(83%), en comparación con el grupo de control.  

 El último grupo de artículos considerados dentro de esta revisión de literatura, 

analiza los efectos sobre el bienestar de los proyectos de infraestructura vial rural. 

Comenzamos con una evaluación de la primera fase del Programa Peruano de 

Rehabilitación y Mantenimiento de Caminos Rurales (PCR) 53 . El PCR, fase I, se 

implementó entre 1995-2000 en 314 distritos con una alta concentración de pobreza. 

Utilizando una técnica PSM, Escobal y Ponce (2008) analizaron el impacto del proyecto 

sobre el ingreso per cápita de los hogares, la composición de su ingreso per cápita y su 

nivel de consumo per cápita. Los resultados de la evaluación indicaron que los hogares 

beneficiados, en el caso de los caminos carrozables, experimentaron un incremento 

significativo en el ingreso per cápita anual de más de US$ 120, equivalente al 35 por ciento 

del ingreso promedio de los hogares de control. Adicionalmente, el ingreso anual por 

salarios no agrícolas, en el caso de caminos carrozables, también incrementó 

significativamente en más de US$ 110. Sin embargo, no se identificaron efectos en cuanto 

al consumo per cápita. La segunda fase del programa (PCR II) se implementó entre el 

2001-2006 y, una nueva fase, Programa de Transporte Rural Descentralizado (PTRD), se 

implementó en diciembre de 2013. Para estimar el efecto del PCR I, PCR II y PTRD, 

Macroconsulta (2014) utilizó un enfoque DD con datos del 2004, 2006 y 2013 para controlar 

los sesgos de selección. En el caso de los caminos vecinales, los autores encontraron 

reducciones significativas en el tiempo de desplazamiento hacia la escuela y los puntos de 

venta de productos agrícolas (5,6 y 26,3 minutos, respectivamente), mejoras en el acceso a 

servicios educativos y de salud (14 y 10 por ciento, respectivamente), un incremento en el 

número de horas de trabajo semanales (2,3 horas), una expansión del área cultivada (0,36 

hectáreas), un incremento en los gastos per cápita y, una reducción en la pobreza extrema 

(14 puntos porcentuales), mientras que la producción vendida en finca y a intermediarios 

incrementó significativamente en 10 puntos porcentuales.  

 La Agencia Danesa para el Desarrollo Internacional (DANIDA) ha venido apoyando 

                                                 
53 Conforme se describe en el Banco Mundial (2005), el PCR se enfocó en dos tipos de vías, caminos vecinales —caminos de 
tierra que conectan vías secundarias y proveen acceso a pueblos y pequeñas localidades a través del servicio público o 
camiones de carga— y caminos de herradura —caminos de baja calidad para el transporte de bienes, generalmente 
localizados en áreas con terrenos irregulares.  
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al sector de transporte rural de Nicaragua desde los años 80, especialmente en el marco 

del Programa de Apoyo al Sector Transporte (PAST). Este programa se enfoca a reducir la 

pobreza rural por medio de la mejora de las condiciones socio-económicas de las 

comunidades rurales a través de la reducción de los costos de transporte y un acceso 

mejorado a servicios sociales y económicos. La primera fase de la intervención (PAST I, 

1999-2004) requirió una inversión de 164,4 millones de coronas danesas (DKK) 54. Dainda 

(2010) desarrolló un análisis PSM-DD para evaluar el impacto del PAST I en Las Segovias, 

sobre la base de un amplio set de indicadores. En resumen, Dainda (2010) encontró que el 

tamaño de las fincas incrementó en aproximadamente el 50 por ciento dentro de las 

comunidades de tratamiento y, que el valor de la tierra por unidad de tierra incrementó 

significativamente en los grupos de tratamiento y control. No obstante, las diferencias entre 

ambos grupos no fueron estadísticamente representativas. En comparación al grupo de 

control, en promedio, la afluencia de proyectos de desarrollo incrementó significativamente 

en las comunidades de tratamiento (0,636 proyectos), un porcentaje significativamente 

mayor de comunidades de tratamiento tuvo acceso a electricidad de la red pública (9,8 

puntos porcentuales), la proporción de jefes de hogar que trabajaban dentro de la misma 

municipalidad también incrementó significativamente (16,5 puntos porcentuales), y el 

tiempo de desplazamiento al centro de salud más cercano se redujo significativamente 

(5,867 minutos por km, caminando). Además, Rand (2011) encontró un incremento 

significativo en el número de horas trabajadas por semana (9,5 a 12,3 horas) en 

comparación con el grupo de control. El autor también menciona un patrón interesante en la 

dinámica del mercado laboral: los nuevos puestos de trabajo creados en el sector de 

servicios son llenados por trabajadores que previamente trabajaban en el sector agrícola; 

mientras que los individuos que dejan el desempleo, lo hacen a través del auto empleo en 

la agricultura.  

 De manera general, la evidencia empírica de los proyectos de infraestructura rural 

(es decir, electrificación y vías rurales) reporta efectos positivos significativos sobre los 

logros de trabajo (Alcázar, Nakasone y Torero, 2007; Escobal y Ponce, 2008; Dainda, 2010; 

Rand, 2011; Barrón y Torero, 2014; Macroconsulta, 2014), educación (Macroconsulta, 

2014; Arraiz y Calero, 2015), ingresos y pobreza (Escobal y Ponce, 2008; Macroconsulta, 

2014). Pese a esta evidencia y al conjunto de investigación agregada acerca de los efectos 

de la infraestructura sobre el desarrollo económico, en términos generales, ALC tiene 

                                                 
54  Otros objetivos inmediatos del programa incluyeron: (1) asegurar la sostenibilidad de la infraestructura por medio de 
compartir responsabilidades entre los niveles municipales y comunitarios; (2) fortalecimiento de las capacidades de los 
consejos regionales de transporte (CRT), así como también de las capacidades de planificación de los gobiernos locales y 
regionales, definir prioridades, negociar y mantener la infraestructura; y (3) establecer e implementar estrategias relacionadas 
a equidad de género, protección del medio ambiente y derechos indígenas. La fase I proporcionó asistencia para la 
rehabilitación y reconstrucción de vías rurales en las Regiones Autónomas del Norte y Sur Atlántico y Las Segovias (Danida, 
2010).  
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niveles relativamente bajos de inversión en infraestructura (Serebrisky et al., 2015).  

 

V. Conclusiones  

 
En ALC, la evidencia empírica de la efectividad de intervenciones específicas que 

apoyan la provisión de bienes públicos y una gama de diferentes tipos de subsidios 

privados sobre la productividad agrícola, varía considerablemente entre los proyectos; y, en 

algunos casos, la evidencia se limita a unos pocos estudios. En relación a los programas de 

titulación de tierras, la evidencia muestra impactos significativos en cuanto a la inversión 

agrícola y efectos positivos sobre los valores de las propiedades. La evidencia también 

muestra que los programas que fortalecen la salud de plantas y animales tienen efectos 

significativos sobre la productividad agrícola y los precios y ventas agrícolas. Con respecto 

a los programas de adopción de tecnología agrícola, algunos estudios han identificado 

efectos positivos y significativos sobre los rendimientos; pero, en general, la evidencia de 

los impactos sobre la productividad es mixta. Algunas de las limitaciones identificadas con 

los programas de adopción de tecnología incluyen la necesidad de que los beneficiarios se 

ajusten a la nueva tecnología y la heterogeneidad en la calidad de las agencias que 

proporcionan el producto y/o servicios. La evidencia empírica en cuanto a acceso a 

información, particularmente información de mercado, muestra que el reducir las 

disparidades y brechas de información tiene impactos significativos sobre la habilidad de los 

agricultores para obtener mayores precios. Por otra parte, hay evidencia muy limitada 

acerca de los efectos de los programas de pagos directos sobre la productividad agrícola y 

su impacto para ayudar a los agricultores a superar las limitaciones que restringen las 

inversiones. Finalmente, la infraestructura rural tiene un rol clave para el desarrollo 

sostenible del sector agrícola. Su rol se ha discutido ampliamente dentro de la literatura de 

políticas y la evidencia empírica parece confirmar la noción que las deficiencias en la 

infraestructura de la región entorpecen el crecimiento económico.  
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Gráfico A.1—Índices de Precios Mundiales de Bienes, 2007 al 2014 

 
Fuente: Adaptado de la OECD (2015)  
Nota: La parte alta del gráfico se relaciona a la escala de la izquierda, mientras que la parte baja debería leerse de la 
escala de la derecha.  Año base 2002-2004.   
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López y Maffioli 2008 Uruguay PSM; DD 2001, 2003 

Privado 
Adopción de 
Tecnología 

Planting the Seeds: The Impact of Training on Mango 
Producers in Haiti 

Arráiz et al. 2015 Haití PSM-DD 2012-2013 

Público 
Acceso a 

Información 
Information and Communication Technology, Agricultural 
Profitability, and Child Labor in Rural Peru 

Beuermann 2013 Perú DD 
1007, 200, 
2001-2007 

Público 
Acceso a 

Información 
The Impact of Receiving Price and Climate Information in the 
Agricultural Sector 

Camacho y 
Conover 

2011 Colombia 

Grupo de 
tratamiento 
asignado 

aleatoriamente, 
estimación DD, 

primeras 
diferencias con 
agricultores FE 

2009 

Público 
Acceso a 

Información 
The Role of Price Information in Agricultural Markets: 
Experimental Evidence from Rural Peru 

Nakasone 2014 Perú 

PCA (cluster 
comunitario 

aleatorio), pero 
con estimación 

DD 

2009 

Privado Pagos Directos 
The Impact of PROCAMPO on Agricultural Productivity and 
Production Choices of Mexican Farmers 

Salazar, Winters 
y Maffioli 

2010 México PSM 2002 
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Privado 
Pagos Directos 

(CCT) 
Investing Cash Transfers to Raise Long-Term Living Standards 

Gertler, Martinez 
y Rubio-Codina 

2012 México PCA 
1997-2000, 

2003 

Privado Pagos Directos Evaluación de Impacto al Programa Agro Ingreso Seguro (AIS) 
DNP-
SINERGIA-
SISDEVAL 

2011 Colombia PSM-DD 2007-2010 

Público 

Rural 
Infrastructure 

(Rural 
electrification) 

Provision of Public Services and Welfare of the Poor: Learning 
from an Incomplete Electricity Privatization Process in Rural 
Peru. 

Alcázar, 
Nakasone y 
Torero 

2007 Perú PSM 2005 

Privado 

Rural 
Infrastructure 

(Solar-powered 
systems) 

From Candles to Light: The Impact of Rural Electrification.  Arráiz y Calero 2015 Perú PSM 2010-2013 

Público 

Rural 
Infrastructure 

(Road 
rehabilitation) 

Enhancing Income Opportunities for the Rural Poor: The 
Benefits of Rural Roads 

Escobal y Ponce 2008 Perú PSM 2000 

Público 

Rural 
Infrastructure 

(Road 
rehabilitation) 

Elaboración de la Evaluación de Impacto y la Ampliación de la 
Línea de Base del Programa de Transporte Rural 
Descentralizado (PTRD) 

Macroconsulta 2014 Perú DD 
2004, 2006, 

2013 

Público 
Infraestructura 
Rural (caminos 

terciarios) 

Impact Evaluation of DANIDA Support to Rural Transport 
Infrastructure in Nicaragua 

Danida 2010 Nicaragua PSM-DD 
2001, 2005, 

2009 

Público 
Infraestructura 
Rural (caminos 

terciarios) 

Evaluating the Employment-generating Impact of Rural Roads 
in Nicaragua 

Ry 2011 Nicaragua PSM-DD 2005-2009 

Nota: * Los estudios marcados con un asterico no son “verdaderas” evaluaciones de impacto (es decir, RCT, RD, VI, DD, emparejamiento).  Se los ha incluido solo como referencia.   
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